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			A mis nietas y nietos 




			



			 






			A mis alumnas y alumnos de hoy  




			y a los que lo han sido en los últimos años 




			



			 






			A los estudiantes de Chile y a quienes  




			comparten sus anhelos de cambio 




			



			




	    


	 	

	    

            



			



			 






			Fin al lucro en la educación: nuestro sueños no les pertenecen. 




			



			 






			La educación es un derecho, no un privilegio. 




			



			 






			Aquí no se educa, se lucra. 




			



			 






			AFICHES ESTUDIANTILES 




			



			




	    


	 	

	    

            



			 






			CAPÍTULO I 




			



			 






			La alerta que no se escuchó 




			



			 






			En abril de 2011 acababa de terminar el libro Karadima, el señor de  los infiernos, que me había sumido en una profunda investigación durante el año anterior. Lo finalicé a principios del otoño y lo presenté el 18 de mayo en el Centro Gabriela Mistral (GAM), en el corazón de Santiago. 




			Días antes del lanzamiento, miles de estudiantes marcharon por la Alameda, frente al mismo lugar donde las víctimas del cura de El Bosque me acompañaban aquella tarde. Saltaba el tema del abuso en diferentes formas. Y voces muy distintas se levantaban a encararlo. Algo estaba cambiando en esta sociedad. 




			Desde hacía tiempo venía siguiendo la pista de lo que estaba sucediendo en las universidades. Y muchas veces pensé y comenté que algún día el descontento tenía que estallar, a pesar de que todo se había diseñado en dictadura para que eso no ocurriera. Así también lo escribí en otros dos libros.1 




			Los universitarios estaban ahora en la calle. En Santiago, en Valparaíso, en Concepción y en las diferentes capitales de regiones atravesaban sus avenidas principales. Aquella había sido la segunda marcha. Después vinieron otras jornadas tanto o más masivas, a las que se sumaron los estudiantes secundarios, en junio, julio, agosto… Con carteles, caricaturas, bailes y disfraces, los estudiantes manifestaban su repudio al lucro en la educación. También su malestar frente a quienes veían como responsables de no ponerle atajo. Más tarde surgió la demanda por una universidad gratuita, algo impensado unos años antes. Y la desigualdad que caracteriza a la sociedad chilena se hacía presente en voces y pancartas como uno de los temas más inquietantes. 




			La imagen de esas masivas marchas del invierno de 2011 se grabó en mi retina —como en la de muchos— a todo color. Por más que desde el Gobierno se trataba de estigmatizar a los estudiantes y la mayoría de los medios de comunicación destacaban más los destrozos de unos cuantos encapuchados al final de la jornada, el sentido común de la ciudadanía respaldaba a los jóvenes. Los padres, madres, abuelos de los que marchaban y de los que estaban endeudados salieron a la calle. También los padres de niños pequeños y mujeres embarazadas, demandando para sus hijos una educación digna y decente. 




			La situación que los afectaba estalló con toda la fuerza del problema contenido. Herencias de un modelo pensado para que no cambiara, intereses creados o simple desidia hicieron que el tiempo pasara mientras las deudas aumentaban. Nadie se preocupaba seriamente por la calidad de lo que las nuevas universidades privadas entregaban como educación, mientras crecía el deterioro de la educación pública en particular en las provincias, abrumadas por la dura competencia de las nuevas privadas y la falta de recursos estatales. 




			



			 






			NADA ES IGUAL 




			



			 






			A los pocos días de iniciado el movimiento, la figura de la presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH), Camila Vallejo, recorría el mundo, mientras universitarios de todos lados respondían a su llamado y al de las demás organizaciones aglutinadas en la Confederación de Estudiantes de Chile (Confech). La belleza y la firmeza de las convicciones de la estudiante de geografía contribuyeron a multiplicar su voz. 




			Paros y tomas, en especial en los establecimientos públicos y los tradicionales de regiones, completaron durante todo el año un panorama que marcó la historia del país en esta segunda década del siglo XXI. Después de 2011 nada es igual. A partir de ese momento los jóvenes se tomaron la palabra y el escenario nacional. 




			El presidente de la República, Sebastián Piñera, y Joaquín Lavín, el primero de sus cuatro ministros de Educación, habían proclamado 2011 como «el año de la educación superior». 




			Lo fue, pero en un sentido muy distinto al que hubieran querido las autoridades, preocupadas de hacer las enmiendas y ajustes para que el diseño dictatorial se continuara perpetuando en las próximas décadas. 




			El apoyo al primer presidente de derecha elegido en medio siglo se vino al suelo, mientras el respaldo a los estudiantes y a sus planteamientos subían en las encuestas de opinión. 




			Inesperada y sorpresiva para los que no seguían de cerca lo que estaba ocurriendo en las universidades, la rebelión de los estudiantes universitarios fue un estallido que esta vez no logró ser atajado, a diferencia de lo sucedido con el movimiento de los «pingüinos»2 en 2006. Y las demandas fueron aumentando hasta ser cuestionado el modelo impuesto en dictadura en su totalidad: se mantuvo la fuerte crítica y la exigencia de cambios radicales en educación, mientras el descontento seguía latente y la capacidad de representar el malestar y la necesidad de llevar adelante sus propuestas también. 




			Sin abandonar el eje, empezaron a hablar del lucro en la salud, de las deficiencias de la previsión y de las inequitativas relaciones de trabajo. Y, además, surgía el cuestionamiento frontal al diseño político efectuado minuciosamente en dictadura para que nunca más en Chile hubiera democracia de verdad. 




			Fue así como los jóvenes pusieron en la discusión el sistema electoral binominal, los elevados quórums parlamentarios para efectuar reformas y la propia Constitución de 1980, la gran obra de Jaime Guzmán Errázuriz, el abogado y fundador de la Unión Demócrata Independiente (UDI), que instaló en Chile la «democracia protegida». 




			Nada de todo lo que ha alimentado después la discusión sobre la educación, el modelo económico y el político habría sucedido sin la decidida acción de los estudiantes. Poco o nada de lo que vivimos como parte del debate tendría el tono y la energía con que se manifiesta hoy. 




			



			 






			RESULTADO CAÓTICO 




			



			 






			Sin embargo, no debería haber sido sorpresivo. Desde luego, porque los problemas inherentes a los abusos de las universidades privadas que lucraban y siguen lucrando, sin escrúpulos ni respeto a la ley, eran evidentes hace un tiempo. Y las deudas familiares se multiplicaban año a año golpeando los presupuestos mientras los aranceles y los intereses no dejaban de subir. 




			El modelo diseñado por el Gobierno de Augusto Pinochet y sus ejecutivos y asesores civiles en los años setenta y ochenta pretendía cambiar de raíz la sociedad chilena en diversos aspectos. Entre ellos, un elemento estratégico era dejar atrás el sistema de educación superior, formado por ocho universidades conocidas hoy como tradicionales, creadas por ley y de larga trayectoria. 




			Las ocho tradicionales que constituían el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (Cruch) eran, por un lado, las públicas: Universidad de Chile, la más antigua, puntal en la creación de la República, y la Universidad Técnica del Estado, que después fue convertida en la Universidad de Santiago de Chile (Usach). Además de estas, las particulares, que recibían aporte fiscal para su financiamiento, eran la Universidad Católica de Chile, la Universidad Católica de Valparaíso, la Universidad del Norte, que después cambió su nombre por Universidad Católica del Norte, la Universidad de Concepción y la Austral de Chile, que pertenecían a corporaciones con fuerte raigambre regional. Y, por último, la Universidad Técnica Federico Santa María, que era de una fundación. 




			Este grupo también se multiplicó como consecuencia de que en 1981 el Gobierno militar le «cortó» el Instituto Pedagógico y las sedes regionales a la Universidad de Chile y a la Técnica. A partir de eso se formaron las universidades «derivadas» que se reparten hoy por el país. Dos de ellas —la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación (UMCE) y la Universidad Tecnológica Metropolitana (UTEM)—, hijas de la Universidad de Chile, están en Santiago, y el resto en distintas regiones. Todas ellas fueron intervenidas durante la dictadura y a su cabeza estuvo desde octubre de 1973 un uniformado en servicio activo o en retiro. 




			Por su parte, en 1991 la Universidad Católica le dio autonomía a tres sedes que fueron el origen de las universidades católicas de Talca, Temuco y de la Santísima Concepción, que hoy dependen de los respectivos arzobispados. 




			A partir de 1981, a través del Decreto Ley n.º 1, el Gobierno militar abrió la posibilidad de crear universidades privadas. La mayoría se fundó al terminar la década de los ochenta y comenzar los noventa, cuando ya era inminente la transición a la democracia. Aunque la ley que las permitió estableció que serían corporaciones sin fines de lucro, este ha sido el motor de gran parte de ellas, que en las últimas décadas crecieron y se multiplicaron en sedes y número de estudiantes. 




			Decían incluso desde los gobiernos democráticos que era un gran logro «el aumento de la matrícula». Que valía la pena expandir en forma importante la cantidad. No obstante, una de las tantas preguntas que surge hoy es para qué sirvió todo eso sino para enriquecer a un puñado de personas, cuando en muchos casos los cartones obtenidos por los alumnos significan poco o nada. 




			Hoy son sesenta los establecimientos que llevan el nombre de universidades y tienen más de 610.000 estudiantes matriculados, según datos de 2012. Del total, solo un 20 por ciento son estatales y más de la mitad pertenecen al grupo de universidades privadas nuevas. Y en la educación superior en conjunto, considerando a los institutos profesionales y centros de formación técnica que sí tienen permiso oficial para lucrar y son privados, hay más de un millón de estudiantes. 




			Pero como no todo es cantidad, el resultado ha sido caótico. La calidad está en discusión, las deudas no se detienen y diversas situaciones extremas han reventado en el último tiempo, por más que algunos «expertos» traten de atenuar los juicios. Lo que parece claro es que el «modelo» ha servido, eso sí, para que quienes se beneficiaron con él como dueños de estas entidades obtuvieran miles de millones de pesos de utilidades durante décadas. Y para que algunos grupos hayan expandido su influencia ideológica. 




			



			 






			LA ADVERTENCIA DE LOS «PINGÜINOS» 




			



			 






			Pero entretanto, el malestar por las desigualdades y las malas condiciones de la educación dieron origen al movimiento de los secundarios de 2006. Se podría considerar esa rebelión como una de las más potentes advertencias de que algo aún más grande podría sobrevenir. Son muchos los que creen —y entre ellos los propios dirigentes universitarios— que si no hubiera sido por el aletear de los «pingüinos» en 2006, que recuperó la capacidad de movilización social tras muchos años de críticas contenidas, es posible que nada de lo ocurrido después hubiera sucedido. 




			Desde el mundo estudiantil la rebelión de los «pingüinos» de hace siete años es vista como el preámbulo de 2011. Y, en buena medida, de lo que sigue sucediendo en universidades y colegios a través del país. Muchos de los protagonistas de ese movimiento crecieron y llegaron a las universidades en los años siguientes. Con sus alas ya más fuertes, esta vez sus manifestaciones no se detuvieron. Y ese mensaje lo transmiten a los que llegan a estudiar en universidades e institutos profesionales a lo largo del país. Las razones para su rebeldía siguen presentes. 




			Tras ese movimiento quedaron en punto suspensivo muchas aspiraciones y sueños y también una alta cuota de frustración. Eso pena —y fuerte— hasta hoy. Y parece evidente que seguirá doliendo y provocando malestar si los gobernantes y dirigentes políticos no logran sintonizar con los jóvenes para elaborar respuestas a tono con la gravedad de la situación que los estudiantes viven y denuncian. 




			«Efectivamente hay que ver la génesis de la revuelta de 2011 en cómo se resolvió el conflicto de 2006, porque si uno se centra en la antesala más inmediata, es decir en 2010, es bien poco comprensible, ya que desde el punto de vista estudiantil ese fue un año bien quieto, no hubo movilizaciones significativas», reconoce Francisco Figueroa Cerda, el periodista que llegó a ser vicepresidente de la FECH en 2010 y 2011, y que postuló a diputado por Providencia y Ñuñoa para llevar su voz al Parlamento. 




			



			 






			ACUERDO EN MARTES 13 




			



			 






			Como consecuencia del estallido de los secundarios, la presidenta Bachelet formó en junio de 2006 el Consejo Asesor para la Calidad de la Educación.3 Tanto la jefa de Estado como la ministra de Educación Yasna Provoste quisieron legislar contra el lucro con recursos del Estado. Pero no tuvieron posibilidad de hacerlo. 




			En el libro El mayo de los pingüinos, publicado en 2008, sus autoras, las egresadas de periodismo de la Universidad de Chile Andrea Domedel y Macarena Peña y Lillo, recuerdan que cuando el proyecto de Ley General de Educación (LGE) ingresó al Parlamento generó hondas diferencias, incluso dentro de la propia Concertación. «Aparecieron personalidades, como la ex ministra Mariana Aylwin, defendiendo el lucro en los colegios subvencionados. Desde la derecha, el desacuerdo con el proyecto original del Gobierno fue frontal.» 




			El 14 de octubre de 2007 se realizó el Congreso Ideológico de la Democracia Cristiana. En esa oportunidad, la ex ministra de Educación Mariana Aylwin,4 profesora de historia y geografía, miembro durante varios años de la junta directiva de la Universidad de Artes, Ciencias y Comunicación (Uniacc) —de la que se retiró en 2010, después de estallar públicamente el escándalo de las becas Valech— y directora ejecutiva de la Corporación Aprender, había reiterado su posición contraria al primer proyecto del Gobierno en 2006. Desde el comienzo, la hija del ex presidente hizo todo lo que pudo para que se modificara ese proyecto que pretendía frenar el lucro. Compartía su posición el entonces diputado y actual senador Patricio Walker, recuerdan las periodistas autoras de El mayo de los pingüinos. 




			Después de siete meses de negociaciones, y sin que los estudiantes fueran ya protagonistas, las asperezas llegaron a un término. El martes 13 de noviembre de 2007, el Gobierno anunció en una ceremonia en La Moneda un acuerdo con la derecha que modificaría la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE). En el Parlamento estarían los votos necesarios para salvar el elevado quórum que la dejaría atrás. La ley del penúltimo día firmada por Augusto Pinochet y el entonces ministro de Educación René Salamé —actual vicerrector de la Universidad Mayor— fue reemplazada por la nueva Ley General de Educación (LGE). También se sustituyó el Consejo Superior de Educación por el Consejo Nacional de Educación y se creó la Superintendencia, con el objetivo de fiscalizar a los establecimientos subvencionados. 




			Uno de los puntos más conflictivos de la LGE había sido el lucro en los colegios subvencionados. El acuerdo planteó cambiarlo por el término de «emprendimiento privado». Eso significaba que los sostenedores de esos establecimientos podrían obtener utilidades —es decir, lucro— solo con la condición de que fueran personas jurídicas y tuvieran un giro educacional único, con el objeto de impedir que las empresas o personas traspasaran «dineros de su propiedad ajenos al rubro educativo», consignaba El Mercurio. 




			En aquella oportunidad, a la que asistieron todos los involucrados en el acuerdo, tanto la presidenta Bachelet como la ministra Yasna Provoste tuvieron especiales palabras de agradecimiento para los «pingüinos», a quienes reconocieron por haber mostrado la importancia de los problemas que se vivían. 




			No obstante, para los estudiantes secundarios de entonces y para los dirigentes universitarios que los apoyaban, la ceremonia del salón Montt-Varas de La Moneda tuvo un significado muy diferente: pasaría a ser el símbolo de la decepción tras los meses de un accionar movilizado. Y a la hora de los recuentos, los dirigentes hoy lo señalan como el hito donde puede encontrarse el origen del movimiento universitario de 2011. 




			



			 






			DETRÁS DE LA FOTOGRAFÍA 




			



			 






			En esa época se supo que para llegar al acuerdo que concluyó en la sustitución de la LOCE por la LGE, fue clave una reunión sostenida la mañana del domingo 11 de noviembre de 2007 en la casa del entonces ministro secretario general de la Presidencia, José Antonio Viera-Gallo, quien invitó a la ministra Provoste y al alto mando de la derecha en estos temas: su cuñado, el entonces senador de la UDI y hoy ministro del Interior, Andrés Chadwick; el ex senador de RN Andrés Allamand y su esposa, Marcela Cubillos. En calidad de «representantes técnicos», según calificó El Mercurio,5 estuvieron el director ejecutivo del Instituto Libertad y Desarrollo, Cristián Larroulet —uno de los dueños de la Universidad del Desarrollo y durante el período de Piñera ministro secretario general de la Presidencia—, y la presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria de Santiago, Patricia Matte Larraín, hermana de Eliodoro y de Bernardo y una de las más influyentes voces de la derecha en el sector. 




			En ese encuentro dominical se «desataron los principales nudos pendientes» —decía el diario—, y el Ejecutivo envió al Congreso un nuevo proyecto que reflejaba los acuerdos, por la vía de una «modificación sustitutiva», que en la práctica equivale a su reemplazo. La fórmula mágica implicaba que el Gobierno «respetara la iniciativa de los privados». 




			En la famosa fotografía de los brazos levantados figuraban los presidentes de los partidos políticos de Gobierno y oposición, además de ministros y senadores. Ahí aparecen en primer plano, junto a la presidenta y la ministra, el titular de la Secretaría General de la Presidencia, José Antonio Viera-Gallo, los presidentes de los partidos: Carlos Larraín, de RN; Camilo Escalona, del PS; José Antonio Gómez, del Partido Radical; Soledad Alvear, de la DC, y Hernán Larraín, de la UDI. 




			Para llegar a esa imagen hubo intensas reuniones y tratativas donde los centros de estudios de la derecha estuvieron presentes con planteamientos críticos al proyecto que la presidenta Bachelet y la ministra Yasna  Provoste presentaron originalmente al Parlamento, después del informe del Comité Asesor Presidencial. 




			



			 






			EL PESO DE LA IGLESIA 




			



			 






			No vinieron desde el ámbito político, sin embargo, las únicas arremetidas contra el planteamiento original de la mandataria. La Iglesia católica, encabezada por el entonces arzobispo de Santiago, cardenal Francisco Javier Errázuriz, jugó todas sus cartas para evitar los cambios que propiciaba el Gobierno. La Iglesia como principal «sostenedor» de colegios subvencionados y particulares, y de un significativo conjunto de universidades, estaba sin duda interesada en este asunto. La fuerza moral inherente a una autoridad eclesiástica le daría peso a sus palabras en un país de tradición católica. 




			En un memorable documento publicado en El Mercurio el 6 de mayo de 2007, en plena discusión de la propuesta del Gobierno, el cardenal Errázuriz dejó caer en medio de la discusión toda su influencia de máxima autoridad de la Iglesia chilena: «La palabra “lucro” está desprestigiada. Pero de suyo su significado es neutro, ya que equivale a la ganancia o el provecho que se saca de una cosa, en este caso del esfuerzo, la competencia o la inversión. Es cierto, casi todos quieren obtener mayores ganancias, mejores remuneraciones, aumento de utilidades. Pero la ganancia no tiene por qué ser desorbitada o escandalosa; puede ser justa», argumentó el entonces arzobispo, en forma similar a la de otros detractores del proyecto gubernamental que pretendía eliminarlo o al menos limitarlo. 




			Sostenía también Errázuriz: «Por otra parte, han surgido recientemente instituciones que impulsan proyectos educacionales valiosos, en los cuales hombres y mujeres emprendedores invierten sus capacidades administrativas y su dinero, a la vez que contratan a profesionales calificados de la educación, sin pretender un interés desmedido, sino, por el contrario, una ganancia muy inferior a la que obtendrían con otras inversiones. Prefieren desestimar otras oportunidades porque quieren contribuir a una mejor educación en sectores de menores recursos económicos».6 




			Y concluía al referirse al lucro: «Este proyecto de ley, sin embargo, no incentiva ni apoya a los particulares para que tomen iniciativas en el campo de la educación en los sectores de mayor pobreza, ya que suprime la obtención de una ganancia; por mínima que ella sea. Los privados solo podrán organizarse “como personas jurídicas sin fines de lucro”. Esto ocurre a diferencia de otros servicios para el bien público, que reciben subvenciones directas o indirectas, precisamente para motivar a los particulares a invertir en el campo pertinente por el bien de la sociedad». 




			Admitía el cardenal Errázuriz que «seguramente se constataron abusos en algunos colegios que reportaban ganancias desmesuradas a sus sostenedores; pero esas prácticas se pueden suprimir de otra manera. Lamentablemente, la eliminación de toda ganancia justa aparta a personas talentosas que invertirán en otras actividades, restando sus capacidades del espacio que más necesita capital, esfuerzo y progreso». Por esas y otras razones, decía el cardenal, «el proyecto da la impresión de ser un intento nivelador y a ratos desalentador». 




			Las influencias pesaron y el lucro, rebautizado como «emprendimiento privado» o «ganancia», se mantendría en la educación. Pero la Alianza y sus parlamentarios se comprometían a aumentar los mecanismos de control y exigencia para impedir el uso de dineros fiscales para lo que no fuera educación. El tiempo pasó y el lucro sobrevivió. 




			Las modificaciones a la LOCE que dieron forma a la Ley General de Educación (LGE) no tocaron en esa oportunidad a las universidades. 




			



			 






			LOS DESAFÍOS DEL CONSEJO 




			



			 






			La educación superior, que había quedado rezagada ante los acuciantes problemas de la enseñanza básica y media, tuvo su propio consejo en 2007. Sus integrantes fueron designados también por la mandataria, quien nominó como presidente al rector de la Universidad Diego Portales, Carlos Peña, y como secretario ejecutivo al entonces jefe de Educación Superior del Mineduc, Julio Castro. 




			El consejo se constituyó en abril de 2007 y entregó su informe definitivo, «Los desafíos de la educación superior», en marzo de 2008, después de sostener 35 reuniones. 




			Visto con ojos de hoy se puede concluir que las mil aristas del negocio, así como el debilitamiento de la educación pública, habrían requerido un diagnóstico más agudo y firme. Pese a que hubo fuertes discusiones —o quizá por lo mismo—, el documento no logró profundizar en los numerosos y graves problemas que aquejaban al sistema universitario. Y en particular no estuvo a tono con la grave situación que se vivía ya en el nuevo sector privado, sin que nadie fiscalizara. Tampoco el consejo impulsó decididamente la deteriorada educación pública. 




			En la redacción final, bajo la mano de su presidente, Carlos Peña, se destaca que en Chile la educación privada es parte de la tradición. Que existe y ha existido un sistema mixto caracterizado por la presencia de las universidades católicas y de las tradicionales regionales que desde hace décadas reciben aporte fiscal directo. En la introducción se destaca la masificación de la educación superior y en particular el acceso de «estudiantes de primera generación». 




			La calidad de la educación entregada fue uno de los tópicos que concentró el interés de los convocados. Discutieron la posibilidad de hacer obligatoria la acreditación institucional, o al menos establecer mecanismos para que tuviera ese efecto. Pero no se observa una mirada especialmente crítica a la Comisión Nacional de Acreditación (CNA) ni asomo de algún indicio de sospecha sobre su proceder. 




			El lucro estuvo en la discusión. Pero el debate fue similar al que frenó hasta noviembre de 2007 el proyecto de Ley General de Educación, presentado por Michelle Bachelet para sustituir la repudiada LOCE. Al final de cuentas no hubo avances significativos. 




			Con todo, el informe admitió una diferencia al referirse a las universidades: «Cabría distinguir entre aquellas que poseen una estricta índole de instituciones sin fines de lucro; aquellas que, en cambio, y no obstante estar definidas como instituciones sin fines de lucro, responden en los hechos a modelos de negocios y de inversión que permiten la apropiación de excedentes por parte de sus propietarios indirectos o controladores», indica el texto. Una manera elegante de admitir que algunas lucraban. 




			El financiamiento de las universidades fue un tópico de interés en aquella oportunidad. Primó en el consejo la opinión de que los recursos del Estado deberían ir a todas, siempre que estuviera «condicionado a parámetros de calidad». No se cuestionó tampoco el tipo de financiamiento orientado a la demanda, es decir, a través de becas y créditos. La preocupación predominante era que los aportes estatales se ampliaran a nuevas universidades, siempre que cumplieran ciertas condiciones. El fin del lucro no estaba entre ellas. 




			



			 






			DIFERENCIAS EN TORNO AL LUCRO 




			



			 






			Los puntos de vista más críticos sobre lo que estaba ocurriendo los plantearon los estudiantes, encabezados por el entonces presidente de la FECH, Giorgio Boccardo, y el rector de la Universidad de Chile, Víctor Pérez Vera. Sus voces se levantaron contra el lucro, pero sus puntos de vista fueron minoritarios. 




			En esa oportunidad —tal como lo explicita el informe— una contundente mayoría estuvo a favor de la existencia de universidades con fines de lucro, aunque con algunas condiciones. El documento señala: «Una parte del consejo estimó que ha de permitirse la existencia de entidades con fines de lucro y sin él. Estima que las prácticas comparadas muestran que ese diseño es posible y, bien regulado, puede ser beneficioso si se lo somete a mayores y mejores niveles de regulación de los hasta ahora existentes. Esta parte del consejo estima que si: a) se establecen mayores niveles de transparencia del sistema (de manera que las instituciones declaren con fidelidad cuál es su índole); b) se disponen mejoras, como las que luego se sugieren, en el licenciamiento, reconocimiento y acreditación; y c) se consignan deberes de rendición de cuentas para todas las instituciones, el sistema debiera admitir la provisión con y sin fines de lucro». 




			En esa línea estuvieron prácticamente todos los rectores de universidades presentes en el consejo, encabezados por Carlos Peña. El texto señala en una nota a pie de página los nombres de los consejeros que se pronunciaron en tal sentido. 




			Entre ellos figuran, junto al rector de la Diego Portales, el entonces rector de la Universidad Católica, Pedro Rosso; Mónica Jiménez, que asistía como rectora de la Universidad Católica de Temuco y después fue ministra de Educación, y el ingeniero comercial y actual presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, Matko Koljatic. 




			Apoyaron también la posición mayoritaria dos rectores de universidades públicas: Juan Manuel Zolezzi, de la Usach, y Sergio Bravo, de la Universidad de la Frontera (UFRO). Y las máximas autoridades de otras universidades tradicionales, como Alfonso Muga, de la Universidad Católica de Valparaíso; José Rodríguez, de la Universidad Técnica Federico Santa María; además de Sergio Torres, de la Universidad Cardenal Raúl Silva Henríquez, que pertenece a la Congregación Salesiana. Se abstuvo el rector de la Universidad Alberto Hurtado, el sacerdote jesuita Fernando Montes. 




			Estuvieron, además, por permitir el lucro los expertos de universidades privadas y centros de estudio, como Andrés Bernasconi, ex vicerrector de investigación de la Universidad Andrés Bello, actualmente en la Universidad Católica; Manuel Krauskopf, ex rector de la Andrés Bello; el contraalmirante de la Marina Enrique O’Reilly Merino,7 en representación de las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas; Juan Pablo Prieto, actual rector de la Universidad de Viña del Mar, y Marcelo von Chrismar, ex rector del Duoc-UC. Junto a ellos se pronunciaron a favor los profesores Sol Serrano, de la UC, y Agustín Squella, de la Universidad de Valparaíso y miembro del directorio de la Universidad Diego Portales. 




			Otra parte del consejo —indica el documento— «estima inadecuado admitir la provisión con fines de lucro, en particular en los establecimientos que reciben algún tipo de financiamiento estatal, directo o indirecto. La educación superior, sostienen estos miembros del consejo, debe ser impartida por instituciones cuyo fin sea el desarrollo de un proyecto educativo en el que se reinviertan la totalidad de los excedentes que la labor educativa genere. Esta parte del consejo estima que debe mantenerse el actual principio legislativo en esta materia, procurando se fiscalice mejor su cumplimiento». 




			El documento consigna que en ese sentido se pronunciaron los rectores Víctor Pérez, de la Universidad de Chile, y Jorge Carvajal, de La República,8 además del director de Educación Superior, Julio Castro, quien unos años después se cambió de vereda y asumió como rector en la privada Universidad de Viña del Mar; hasta hoy es directivo del grupo Laureate. Como era de esperar, se pronunciaron también contra el lucro los entonces presidentes de federaciones estudiantiles: Giorgio Boccardo, de la FECH; Pablo Cuevas, de la Federación de Estudiantes de la Universidad del Bío-Bío; Óscar Núñez, de la Universidad de Concepción (FEC); Claudio Muñoz, de la Federico Santa María; y dos representantes de universidades privadas, Marcela Espinoza, de la Universidad Andrés Bello, y Juan Cristóbal Palma, de la Alberto Hurtado. Junto a ellos estuvo la dirigenta de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de la Universidad de Chile (Fenafuch), Myriam Barahona. 




			Antes de resumir los desafíos, el informe indica: «Con la prevención que se menciona respecto de la provisión con fines de lucro, el consejo conviene que la diversidad institucional que pudo constatar es valiosa para el sistema y contribuye a ampliar las oportunidades de acceso a sectores tradicionalmente excluidos; aunque, al mismo tiempo, plantea importantes desafíos». 




			



			 






			NUEVOS DIRIGENTES, NUEVOS MOVIMIENTOS 




			



			 






			En las universidades privadas, el estallido de los secundarios en 2006 tuvo una especial repercusión. A partir de ese momento se empezaron a gestar organizaciones estudiantiles donde antes no las había. Desafiaban en muchos casos las prohibiciones expresas. Pero a partir de entonces, en sus recintos, después de romper barreras y abrir espacios, se comenzó a hablar de federaciones, colectivos y asambleas, como en las tradicionales. En muchas perduraron, en otras se debilitaron después, pero la semilla había quedado y volvieron a tomar vuelo en 2011. 




			Es posible que lo sucedido en el país a partir de ese año haya conducido a revisar su mirada y a nuevas reflexiones en los rectores y consejeros que en 2008, cuando entregaron su informe al Gobierno, no se inquietaban demasiado por el lucro. Muchos de ellos siguen a la cabeza de sus universidades y sus opiniones son consideradas en los círculos ministeriales que hasta ahora han tomado las decisiones en estas materias, así como en los ambientes académicos. 




			Durante los años siguientes, otras preocupaciones surgían y los «pingüinos», sus demandas y las comisiones y consejos asesores parecían haber quedado atrás. Nada había cambiado mucho en la educación. Pero los colegios públicos continuaban deteriorándose y las deudas de los universitarios seguían creciendo. La frustración de los estudiantes iba madurando por dentro, mientras el negocio lucía esplendoroso. 




			«El panorama estuvo cruzado en 2010 por el terremoto, que configuró un escenario muy desfavorable para la movilización, por eso hay que arrancar entonces la génesis un poco antes, en particular hay que recordar cómo se resolvió el conflicto de 2006 que desembocó en la promulgación de la Ley General de Educación», indica Francisco Figueroa Cerda, periodista de la Universidad de Chile. 




			Muchas veces conversé con Francisco Figueroa, vicepresidente de la FECH en 2010 y 2011, para tener su mirada respecto de lo que estaba ocurriendo en esos meses de movilización. Él estudió en el colegio San Pedro Nolasco en Vitacura y llegó a la Universidad de Chile en 2005. Al año siguiente empezó a colaborar con la federación, presidida entonces por Nicolás Grau, en cuya secretaría de comunicaciones se encontraba Giorgio Boccardo, líder del movimiento SurDA, quien en 2006 sucedió a Grau en la presidencia. Era el tiempo de la «revolución pingüina». 




			Fue en esa época cuando Figueroa se vinculó a la política universitaria y en 2008 entró al colectivo estudiantil Izquierda Autónoma, heredero de la SurDA. Ese año presidió el Centro de Estudiantes de Comunicación (CECO), que reúne a los alumnos de periodismo y cine y televisión. Lo conocí en ese tiempo y lo tuve después como alumno. 




			Hoy periodista titulado, su memoria transformada en libro lleva un sugerente título: Llegamos para quedarnos. Figueroa, candidato a diputado por el distrito Providencia y Ñuñoa, estuvo al lado de Camila Vallejo durante 2011. Ambos lograron ponerse de acuerdo para conducir la FECH pese a sus diferencias de formación política. 




			Cuando los estudiantes irrumpieron en el escenario, muchos se preguntaban de qué origen político eran. La acción política de los jóvenes de hoy es diferente a la de los años sesenta, setenta e incluso ochenta. Con la excepción del Partido Comunista, cuya juventud mantiene presencia en la mayoría de las principales universidades, ya casi no se ven las juventudes de antes ligadas a los partidos. Otra gran excepción es el gremialismo de la Universidad Católica vinculado a la UDI, que en los últimos años ha sido desplazado por el movimiento Nueva Acción Unitaria (NAU) y se divisa en algunas elecciones de otras universidades. 




			La relación entre partidos tradicionales y ramas juveniles es así escasa o nula, fuera del PC y la UDI. 




			Si uno les pregunta por el pasado político de sus padres, se puede encontrar con hijos o nietos de democratacristianos, socialistas y también de gente más de derecha. Entre los líderes de la Universidad de Chile y de la Universidad Católica, algunos de sus progenitores han tenido cargos en gobiernos de la Concertación o aún militan en sus partidos. Pero para ellos, ese es otro mundo del que se sienten distantes. 




			Hay ejemplos ilustrativos. Nicolás Grau, presidente de la FECH en 2007, elegido por el movimiento Nueva Izquierda, es hijo de la ex ministra secretaria general de la Presidencia de Michelle Bachelet, Paulina Veloso. Dos años después le tocó el turno a Federico Huneeus, presidente de la FECH en 2009, también de la Nueva Izquierda, que es hijo del cientista político DC Carlos Huneeus y de la socióloga Marta Lagos. En esa misma época triunfó en la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica (FEUC) Miguel Crispi, de la Nueva Acción Universitaria (NAU). Hijo de la socióloga socialista Claudia Serrano, ex subsecretaria de Desarrollo Regional de Michelle Bachelet, Crispi es uno de los forjadores del nuevo movimiento Revolución Democrática, junto a Giorgio Jackson. 




			Pero en la Universidad de Chile, la Juventud Demócrata Cristiana (JDC) prácticamente no existe. Tampoco se ven muchos estudiantes del Partido por la Democracia (PPD) y solo en algunas facultades aparecen representantes del socialismo o del Partido Radical. Y por la derecha hay algunos cercanos a Renovación Nacional y unos cuantos UDI o gremialistas. Pero son pocos y no llegan a grandes votaciones. 




			El resto son colectivos o movimientos nuevos de izquierda no comunista. En la FECH son fuertes los autonomistas, hijos de la SurDA, que en las últimas elecciones de federación se han unido con la Nueva Izquierda. Eligieron presidente a Gabriel Boric a fines de 2011, quien desempeñó su cargo en 2012, y lo sucedió Andrés Fielbaum, el actual presidente. La Izquierda Autónoma decidió postular a tres de sus ex dirigentes al Parlamento: Francisco Figueroa en Providencia y Ñuñoa, Daniela López en Valparaíso y Gabriel Boric en Punta Arenas. 




			El vicepresidente, Fabián Araneda, también egresado de periodismo y ex presidente del CECO, pertenece al colectivo Luchar, vinculado al Frente de Estudiantes Libertarios (FEL), que está presente también en algunas otras universidades. 




			Otro colectivo que surgió a partir del movimiento estudiantil de 2011, y que ha logrado estar a la cabeza de siete federaciones, es la Unión Nacional Estudiantil (UNE). 




			



			 






			MITO FUNDACIONAL 




			



			 






			Francisco Figueroa no es hijo de políticos, pero tiene raíces variadas. Define a la familia de su madre como muy pro Concertación. «Mi abuelo siempre fue bien filo DC, pero de la izquierda de la DC, por eso tal vez nunca entró a militar, y hay varios socialistas en ese lado. Y la familia de mi papá es más diversa, mi abuelo era radical y se fue a la derecha en la dictadura, ahí hay una herencia más conservadora», dice. 




			Al volver la mirada hacia atrás, Francisco Figueroa sostiene: «El año 2006 terminó con una frustración muy grande. En 2007 se generó este consejo asesor que sacó inicialmente unas conclusiones que al movimiento le parecían interesantes, pero que el Gobierno de Bachelet desechó y después vino la levantada de brazos del salón Montt-Varas, y la promulgación de la LGE en 2008». 




			Según Figueroa, «esa escena del salón Montt-Varas en la que todos los presidentes de partidos de Gobierno y oposición celebraron el envío de esta ley bajo la política de los acuerdos, es el mito fundacional de una generación». 




			Explica el ex vicepresidente de la FECH que eso «instaló una desconfianza muy grande en la base estudiantil. La hizo mucho más reacia a las formas más institucionales de resolver los conflictos que se habían implementado hasta ese momento: las marchas que iban al ministerio para iniciar una mesa de negociación, de la que se sacaba bien poco». 




			Esta percepción la he podido comprobar en decenas de conversaciones con estudiantes de diferentes universidades. Da la impresión de que a los «pingüinos» de entonces y a quienes los apoyaron se les quedó esta frustrante escena grabada en la memoria. La citan como ejemplo de su distanciamiento de los partidos políticos y de su desconfianza ante las promesas de cambio. 




			Más acá de la desconfianza estudiantil, el tenor de las antiguas discusiones y los muchos intereses que se cruzan llevan a pensar que no le será fácil a Michelle Bachelet, si resulta elegida presidenta, poner efectivamente fin al lucro. Para la derecha es un tema prácticamente intransable y así lo han demostrado sus parlamentarios cuando votaron en cerrado bloque contra el informe de la comisión investigadora en junio de 2011 y cuando defendieron con todo lo que pudieron al ex ministro Harald Beyer. Pese a su gran respaldo, Bachelet no tiene en este tema todo resuelto. Y eso lo perciben los dirigentes estudiantiles, que están atentos a cualquier señal. El fantasma de los brazos en alto los hace desconfiar. Las opiniones conocidas como aquellas del Consejo Asesor para la Educación Superior permanecen sobre la mesa. Y desde luego observan a quienes tienen intereses en este «mercado» de la educación. 




			Intervenciones recientes en torno a educación gratuita y lucro indican, por ejemplo, que la ex ministra Mariana Aylwin, quien se mantiene presente en el debate educacional, insistirá en sus divergencias frente al lucro, la gratuidad y asuntos afines. Entre los partidarios de la Nueva Mayoría su caso no es único. Gutenberg Martínez, casado con la senadora Soledad Alvear y uno de los dueños de la Universidad Miguel de Cervantes, también ha planteado diferencias con lo expresado por la candidata a la Presidencia. Aunque Alvear dio una señal al votar en abril pasado a favor de la destitución de Beyer. 




			En forma más nítida unos, más silenciosa otros, los distintos actores vinculados a la educación solo dan pistas en este juego de poder. Además, el asunto, que ya fue complicado en 2007 y 2008, cuando se trató de legislar, puede seguir siéndolo, debido a los altos quórums que se requieren para efectuar las reformas y cambiar las leyes. 




			Pero el escenario ha variado por la irrupción del movimiento estudiantil y su presencia constante en la cancha, y también las demostraciones palpables de la situación caótica que enfrenta la educación superior en Chile, con tragedias como la de la Universidad del Mar o el escándalo de la Comisión Nacional de Acreditación. Este se destapó a través de la investigación iniciada en enero de 2012 en la Fiscalía Oriente de Santiago y llevó a la cárcel en calidad de imputados por delito de cohecho, lavado de dinero y delitos tributarios al ex presidente subrogante de la Comisión Eugenio Díaz Corvalán, y por soborno y lavado de dinero a los rectores Héctor Zúñiga, de la Universidad del Mar, y Ángel Maulén, de la Pedro de Valdivia, a quien se le concedió la libertad vigilada. 




			En la misma fiscalía el fiscal jefe, Carlos Gajardo, con la colaboración del fiscal Pablo Norambuena, lleva la investigación por lucro que tiene puesto el foco en doce universidades privadas. 




			A eso se suman otros factores que marcan el contexto. El «poder fáctico» de la Iglesia tras el escándalo de Karadima —que fue un terremoto con repercusiones que aún no se pueden medir en toda su magnitud— está disminuido. El testimonio de las víctimas del ex párroco de El Bosque abrió las puertas a otros abusados y así se conocieron casos como el del ex vicario de la solidaridad Cristián Precht y el de decenas de sacerdotes de distintas diócesis del país. El propio cardenal Errázuriz, que hizo sentir su autoridad en 2007, es acusado por los denunciantes de Karadima de no haber atendido oportunamente los testimonios que se le entregaron años antes. Incluso las víctimas lo señalan como encubridor. 




			Todo eso ha provocado una evidente pérdida de credibilidad y de influencia de la Iglesia católica en la sociedad chilena. Su voz se escucha menoscabada, casi afónica, incluso ante los denominados «temas valóricos» que tanto le preocupan. También frente a los asuntos educacionales. Y después de 2011 no se han vuelto a escuchar —al menos públicamente— defensas abiertas del lucro como aquella de 2007. 




			El sucesor de Errázuriz en el Arzobispado de Santiago, Ricardo Ezzati, ha tenido además una actitud diferente. El sacerdote salesiano que preside asimismo la Conferencia Episcopal manifestó en septiembre de 2012, a propósito de una concurrida marcha y de las movilizaciones que regularmente se han venido sucediendo desde 2011, que «cuando los jóvenes se rebelan contra el lucro tienen razón». 




			Al comentar la carta pastoral «Humanizar y compartir con equidad el desarrollo de Chile», emitida por esos días por la Conferencia Episcopal, habló contra el «lucro desmedido» y agregó en entrevista de radio Cooperativa: «En la experiencia de Chile en estos últimos meses y años, una parte significativa de la sociedad percibe que el modelo no satisface plenamente las acciones de la persona humana».9 Pero ese reconocimiento no hubiera ocurrido sin el levantamiento de los estudiantes. 




			No obstante y pese a todo, en los dichos de algunos políticos se advierte una cierta porfía. Así se percibe en las intervenciones de los diputados de derecha en la comisión investigadora de la Cámara de Diputados, en el rechazo del Pleno de la Cámara al informe o en la descomunal defensa del ex ministro Harald Beyer, que finalmente fue destituido en abril de 2013. 




			Pero a la vez se observa que en la medida en que ha transcurrido el tiempo, ya no son solo los de derecha quienes tienen algo que defender en universidades y colegios. Con el paso de los años han aumentado los militantes o simpatizantes de partidos de la actual oposición —en especial del PPD y de la DC— que entraron al negocio privado de la educación, en calidad de dueños, accionistas o directivos. Es posible asimismo que algunos financistas de las campañas electorales tengan intereses creados en el sector y condicionen las voluntades de parlamentarios a la hora de legislar. Se ha visto en otros sectores y la falta de transparencia ayuda al ocultamiento. 




			Todo eso pesa y pesará en el Congreso, que arrastrará todavía su composición binominal. Se observa también que las redes que se tejen son firmes y tienen un cierto carácter transversal que logra forjar acuerdos entre bambalinas apegados a los intereses de unos pocos. Como la educación ha sido y sigue siendo uno de los tópicos más sensibles en el país, tanto por su impacto ideológico como lucrativo, los protagonistas de las conversaciones suelen ser personajes del primer plano político. Y se desarrollan abiertas o soterradas batallas porque es mucho lo que está en juego. 




			El desafío para los estudiantes será lograr romper las barreras y convencer o derrotar los argumentos de los guardianes del lucro que están detrás de muchas empresas llamadas universidades, de las cadenas de colegios subvencionados, de institutos profesionales, y en forma directa o a través de terceros involucrados en sus negocios, integran comisiones y mesas para imponer sus ideas y cautelar sus intereses o los de sus jefes. 




			Los dirigentes estudiantiles y los que lo fueron hasta hace poco saben que las «trenzas» y los lobbies en esta materia no son patrimonio exclusivo de la derecha que diseñó el modelo y se ubicó bien para garantizar ganancias e influencias. Por eso siguen atentos con sus demandas más claras y su convicción más firme. Algunos optaron por postular al Parlamento, pero aunque no resulten elegidos pretenden seguir adelante tratando de que los cambios que promueven se hagan realidad. 




			



	    


	 	

	    

            



			 






			CAPÍTULO II 




			



			 






			El estallido de 2011 




			



			 






			Ya en 2004 hubo señales preocupantes del incontenible crecimiento de algunas universidades como la del Mar, Las Américas, la Santo Tomás y el Instituto Profesional AIEP. Un informe del Consejo Nacional de Educación recogió esa inquietud. 




			El aumento del acceso a la universidad era preconizado como un logro. Lo que hoy parece increíble es que los sucesivos ministros de Educación, los directivos del ministerio, sus asesores y los parlamentarios no hayan atendido con acuciosidad los extraños y numerosos síntomas de irregularidades que ya se advertían desde comienzos de la década. El modelo impuesto en los setenta y ochenta —más allá de sus implicancias ideológicas— empezaba a mostrar signos de que algún día podía reventar. 




			El ex secretario del Consejo Superior de Educación (CSE)1 José Miguel Salazar señaló al diario digital El Mostrador,2 en abril de 2013, que el mencionado informe fue preparado por el consejo a petición del Mineduc, encabezado entonces por el ministro Sergio Bitar, quien estuvo en esa cartera entre 2002 y 2005. La jefa de Educación Superior era Pilar Armanet, quien después de ser embajadora en Francia y ministra secretaria general de Gobierno, se incorporó en 2010 a la Universidad Las Américas —una de las mencionadas en ese informe— como vicerrectora académica. 




			En ese tiempo nadie cuestionaba en público los brutales crecimientos de estas nuevas universidades, que aumentaban su negocio a vista y paciencia de autoridades, parlamentarios y expertos, mientras los estudiantes endeudados e ilusionados con tener un título profesional soportaban una situación abusiva. 




			Bitar también presidía el Consejo Superior de Educación. «Al ministro le llamó la atención el crecimiento de algunas de estas instituciones y pidió que analizáramos estas situaciones para ver si ameritaba cerrar alguna. Nos hizo un encargo muy preciso: saber si habían dejado de cumplir sus objetivos estatutarios a propósito de su expansión», dijo Salazar a El Mostrador. 




			Pero si bien hubo señales que encendían las alarmas, «la información que manejábamos no estaba validada, y no podíamos exigir a los planteles que nos entregaran los datos. En su época, ni el Mineduc podía hacerlo, por eso después inventaron el SIES [Servicio de Información de Educación Superior]. Nadie tenía la facultad de pedir datos ni verificarlos. Si nos daban datos que no correspondían, no podíamos exigirles que rectificaran», indicó Salazar al diario electrónico. 




			Al final no pasó mucho con el informe y las matrículas siguieron aumentando al amparo del Crédito con Aval del Estado (CAE), inaugurado en 2006. 




			El ex ministro ha dicho que el ministerio no tenía atribuciones para tomar medidas y que la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación fue en cierto modo una respuesta a estos problemas. «En vista de la necesidad de controlar la calidad envié un proyecto de acreditación, otorgando facultades para el Estado, incluso la obligación de entregar datos financieros de las instituciones de educación superior», manifestó a El Mostrador en abril de 2013. 




			Agregó Sergio Bitar: «La derecha se opuso. Logramos después de tres años —2003 a 2006— la existencia de una ley. Aunque buena y mejor que nada, fue parcial». Recordó también que ese proyecto tuvo más de ochocientas indicaciones. Y es cierto que la oposición de entonces hizo una defensa acérrima de las universidades privadas y orientó sus indicaciones a poner la menor cantidad de regulaciones posibles. 




			Por ese tiempo y desde 2003, el senador de la UDI Hernán Larraín Fernández, quien era muy cercano a Gerardo Rocha, integraba la junta directiva de la Universidad Santo Tomás, donde participó hasta marzo de 2010. Incluso en un documento de 2002 ya figuraba como representante de la Corporación Santo Tomás. 




			Hoy, las cuatro instituciones que fueron incluidas en el informe del Consejo Nacional de Educación en 2004 están entre las investigadas por lucro en la Fiscalía Oriente por el equipo que encabeza el fiscal Carlos Gajardo. Pero entremedio pasaron ocho años en que los controladores de esas empresas llamadas universidades hicieron negocio a costa de los aranceles de los alumnos. Y quizá si se hubieran tomado cartas en el asunto antes que la crisis de la Universidad del Mar fuera total, los daños serían menores. 




			



			 






			NEGOCIADOS Y ESCÁNDALOS 




			



			 






			Hubo señales y alertas de otro tipo que tampoco fueron consideradas. En 2007 se advirtieron incontenibles problemas en la Universidad Tecnológica Metropolitana (UTEM) que fue transformada en sociedad anónima por sus directivos. Además, estuvo comprometida —lo mismo que la Santo Tomás, la Universidad del Mar, la Ucinf y otras— en los escándalos con la carrera de criminalística que se destaparon ante las denuncias de los estudiantes que comprobaban que no tenían campo ocupacional.3 




			Hubo también negociados y complejas situaciones que afectaron a universidades tradicionales. En Valparaíso no pudo volver a la rectoría el entonces director del departamento de industrias de la Universidad Técnica Federico Santa María, Adolfo Arata, quien antes había sido rector y se había presentado a la elección en 2005. 




			En la Universidad de Valparaíso rodó la cabeza del rector Juan Riquelme en 2007. En ambos casos, los estudiantes seguidos por los académicos fueron los que empujaron el carro en medio de denuncias por prácticas poco transparentes.4 




			Tampoco bastó el escándalo de las becas Valech en la Uniacc, originado por el «diseño» de programas especiales que nada tenían de universitarios, impulsados por el entonces rector Daniel Farcas. Como publiqué en un capítulo del libro El negocio de las universidades en Chile, ya desde 2007 se sabía de esta estafa. Con recursos del Estado que cubrían los aranceles completos, los beneficiarios se inscribían en los cursos que les ofrecía la Uniacc, pagados a precios de oro. 




			Con más del 70 por ciento de las becas en sus manos y más de cinco mil millones de pesos en sus arcas, la Uniacc fue la gran favorecida con estos subsidios de reparación a víctimas de la dictadura, hasta que surgieron denuncias de la Agrupación de Ex Presos Políticos. El Ministerio de Educación tomó algunas medidas sin meter mucha bulla y logró recuperar parte de los recursos. No obstante, las cortinas de silencio se mantuvieron hasta que el escándalo reventó a comienzos de 2010, tras un programa de Televisión Nacional. 




			La investigación de una comisión de la Cámara de Diputados confirmó las denuncias. El Estado, la fe pública y los propios alumnos, que no alcanzaron a tener el añorado título profesional, habían sido atropellados. Daniel Farcas Guendelman debió dejar la rectoría. Con él salieron otros integrantes de su grupo cercano, entre ellos su histórico amigo Andrés Lastra, quien oficiaba de vicerrector académico. Tras dejar la Uniacc, Lastra, ex dirigente estudiantil DC de los años ochenta, realizó trabajos de asesoría con Eugenio Díaz Corvalán, el acusado ex presidente de la Comisión Nacional de Acreditación. El cuestionado abogado es amigo de Farcas desde sus tiempos de militante de la Izquierda Cristiana y lo llevó a la Uniacc como subdirector de la Escuela de Derecho. 




			Haciendo gala de una indescriptible falta de inhibición, Daniel Farcas se volvió a acercar al PPD, del que decía mantenerse alejado, y se presentó como candidato a diputado por el distrito 17, que reúne las comunas de Huechuraba, Conchalí y Renca en Santiago Poniente. Farcas es vicepresidente de la Comunidad Judía y cuenta entre sus amigos al ex ministro José Joaquín Brunner, con quien trabajó como director de Organizaciones Sociales, y al senador Guido Girardi. Sus críticos aseguran que esos importantes apoyos son los que lo han logrado blindar, pese a que el escándalo de las becas Valech no es el primero en que se ha visto involucrado. Antes debió dejar su cargo de director del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (Sence), al que llegó en 2002, después de que uno de sus asesores —el director de finanzas del servicio, Eric Leyton— apareció comprometido en el denominado «Caso Coimas», como recordó El Mostrador el 8 de agosto de este año tras conocerse el resultado de las primarias, en las que ganó por 27 votos. 




			



			 






			EL SILENCIO DE LOS INTERESADOS 




			



			 






			Pero de las becas Valech, de los negocios con las inmobiliarias y de los problemas de otras universidades —la mayoría privadas creadas después de los ochenta— se hablaba poco. Esas situaciones no llegaban a la superficie amparadas por el silencio de los medios de comunicación convencionales, que no parecían interesados en dar a conocer estas «dificultades». Mal que mal, las universidades privadas estaban entre los principales avisadores, además de coincidir con sus postulados ideológicos. 




			Sin ir más lejos, ese libro en el que dediqué un capítulo completo a las becas Valech y el anterior, La privatización de las universidades. Una historia de dinero, poder e influencias, fueron ignorados —por no decir censurados— durante cuatro años. Pese a los datos y advertencias que contenían, no se comentaron en los medios masivos tradicionales. Solo las radios y medios digitales como El Mostrador, El Ciudadano y el semanario The Clinic mencionaron en ese tiempo algunos de los antecedentes que entregan. 




			Todo lo que significaba tocar el sistema era visto como delicado. Y quienes en el Gobierno de la Concertación o en el Parlamento querían avanzar se topaban con la maraña de intereses en juego, en especial en el ámbito de la derecha opositora, pero no solo en ella. El argumento de que el sistema «de mercado» para la educación superior había llegado para quedarse se escuchó muchas veces. 




			Esos libros entretanto circularon desde el principio —y eran muy leídos— en ambientes académicos y entre dirigentes estudiantiles a lo largo del país. Me tocó muchas veces compartir en distintas regiones las experiencias que estaban viviendo. Exposiciones, charlas y foros pasaron a ser parte de mi actividad, en la medida en que los libros adquirían vida propia, pese al silencio de los interesados en que no se hablara de estos asuntos. 




			Después fue distinto. Cuando estalló el movimiento estudiantil, la televisión se hizo parte de la información y algunas revistas quisieron tener apreciaciones que les ayudaran a entender lo que estaba sucediendo. 




			Los dirigentes de la FECH pusieron El negocio de las universidades en Chile en el primer plano, cuando Camila Vallejo, Giorgio Jackson, Camilo Ballesteros y los demás dirigentes de la Confech le llevaron un ejemplar a Joaquín Lavín. 




			«¿Lo leyó, ministro?», me contó Camila que le preguntaron mientras se lo pasaban. Un tanto nervioso, el ministro dijo: «Sí». Y un asesor, raudo, lo tomó y lo colocó boca abajo. Era el 26 de mayo de 2011. 




			En un fortuito encuentro en la Alameda con Giorgio Jackson, frente a la casa central de la Universidad Católica, en agosto de 2013, lo primero que me comentó fue esa anécdota. Se refirió a ella en los mismos términos en que me la había relatado poco después que ocurriera la ex presidenta de la FECH. 




			Muchos colegas, entretanto, cuando me invitaban a un programa o a una entrevista, decían que mis investigaciones habían sido «anticipatorias». No era para tanto. Simplemente había investigación y falta de interés de otros por dar a conocer lo que cuentan esos libros. Lo que sucedía, a mi juicio, era simple y se podía tomar como un indicador de lo que ocurre con la libertad de expresión en Chile. Los medios, por ideología o intereses creados de sus dueños, o simple desconocimiento de los editores, no habían tomado en su minuto la información que esas publicaciones contenían. La concentración de la prensa en Chile, la falta de lectura y de debate tienen que ver con eso.5 




			Lo divertido del asunto es que una de las principales promotoras del libro El negocio… resultó ser la candidata presidencial de la derecha, Evelyn Matthei. En abril pasado, con tal de defender al destituido ministro Harald Beyer y de alegar contra los opositores, apareció en la televisión «enarbolando» —como dijo el presidente de la FECH, Andrés Fielbaum— mi libro. Se constituyó en la herramienta que usó la ex ministra del Trabajo para enrostrar a la Concertación que se «sabían estos problemas desde hace años». Ironías de la vida, ya que su jefe de campaña, Joaquín Lavín, ex ministro de Educación, fundador y ex vicepresidente de la Universidad del Desarrollo, es uno de los actores destacados de esa publicación. Lo mismo que el ministro secretario general de la Presidencia, Cristián Larroulet. 




			



			 






			EL FACTOR BIELSA 




			



			 






			El ánimo entre los dirigentes estudiantiles y el «activo social y político del movimiento» se caracterizaban en 2010 por el pesimismo, según Francisco Figueroa. «El terremoto nos fregó mucho el panorama… No se veía por dónde entrarle a la situación, más encima porque el Gobierno de la derecha no llegaba como lo esperado, con un Gobierno pinochetista muy tradicional, sino que aparecía con una impronta muy ambiciosa de refundación, de renovación. Eso se mostró después que no era tal, pero es lo que se vivía ese año y salía bien parado con su actuación en el caso de los mineros». 




			Sin embargo, durante ese primer año del Gobierno de Sebastián  Piñera también empezaron a ocurrir otros hechos que, sin imaginarlo, iban a influir en los ánimos juveniles y levantar cierto descontento social. 




			Francisco Figueroa recuerda un antecedente en apariencia ajeno a la política y a la educación que, a su juicio, fue significativo: «Piñera se había involucrado en la salida de Marcelo Bielsa.6 Hubo marchas en contra de la ANFP [Asociación Nacional de Fútbol Profesional], yo estuve en varias». 




			Los antecedentes son elocuentes. Gabriel Ruiz-Tagle, militante de la UDI y uno de los dueños de Colo-Colo, fue nombrado por Sebastián Piñera subsecretario de Deportes en marzo de 2010. En un comienzo, Ruiz-Tagle había dicho que no vendería sus acciones, pero tuvo que hacerlo en medio de una gran polémica. Después se vio involucrado en la salida de Bielsa. «Y estalló un conflicto más o menos grande, porque Bielsa era el héroe y Piñera el antihéroe», señala Francisco Figueroa. 




			El entonces director técnico de la selección de Chile, el argentino Marcelo Bielsa, quien llevó al equipo nacional a la clasificación para el Mundial de Sudáfrica, saludó con frialdad a Sebastián Piñera en La Moneda a su vuelta a Santiago en julio de 2010. Hasta ese momento, el presidente de la República todavía era dueño de más del 13 por ciento de las acciones de Blanco y Negro S.A., la sociedad administradora de Colo-Colo, uno de los principales equipos de fútbol del país.7 En octubre de ese año, Bielsa rompió su habitual parquedad y se pronunció con elocuencia en torno a las elecciones de la ANFP. Los grandes clubes, entre los que estaban Colo-Colo, Universidad de Chile, de la sociedad Azul-Azul, y Universidad Católica, de Cruzados S.A., apoyarían al dueño de Unión Española, Jorge Segovia. 




			Tras la disputa entre el anterior presidente, Harold  MayneNicholls, y los grandes clubes —en la que estaban en juego los derechos del Canal del Fútbol—, Bielsa anunció que abandonaría su cargo si el español Jorge Segovia tomaba el lugar de MayneNicholls. La ANFP eligió a Segovia,8 quien también es propietario de la Universidad SEK, hoy investigada por la fiscalía, y Bielsa se despidió. Francisco Figueroa relaciona la salida del entrenador de la selección nacional con la movilización que surgió después. «Hubo algunas protestas callejeras en contra de la salida de Bielsa. Se veía al Gobierno en ese problema. Estoy seguro de que eso incidió, porque hizo que mucha gente que no estaba involucrada en temas públicos, que no le preocupaba el modelo ni mucho menos, viera en este caballero [se refiere a Piñera] la personificación de un tipo tan, tan, tan mezquino que era capaz de anteponer sus intereses a los del fútbol, que aparecía como lo único que nos puede unir en un país tan fragmentado.» 




			Esas marchas partían desde plaza Italia. «No se vinculaban formalmente las federaciones porque para la izquierda más tradicional era visto como un tema aparte», dice Figueroa. «Muchos izquierdistas piensan que el fútbol es el opio del pueblo, pero sí habíamos varios estudiantes y dirigentes que animábamos la cuestión», confiesa el ex vicepresidente de la FECH. 




			



			 






			DESDE EL EXTREMO AUSTRAL 




			



			 






			Otras protestas despertaban en paralelo en el extremo sur del país. Punta Arenas fue el foco de una movilización en enero de 2011. El conflicto se originó en la política del Gobierno que quería subir en más de un 16 por ciento los precios subsidiados de los combustibles a la población de la región austral. «El Gobierno salió muy mal parado del “Puntarenazo” en enero de 2011. Piñera mandó a Laurence Golborne para que apareciera resolviendo ese conflicto y la gente en Punta Arenas casi lo embistió», recuerda Figueroa. Los mayores rememoraban ese otro «Puntarenazo» de febrero de 1984, cuando en la plaza Muñoz Gamero la ciudadanía repudió en vivo y en directo la presencia del dictador Augusto Pinochet, de visita en la ciudad austral. 




			Era un hecho inédito, como el ocurrido casi tres décadas antes, que marcó un despertar de la movilización social. 




			Como preludio de lo que vendría más adelante, en marzo de 2011 empezaron a surgir también las manifestaciones masivas contra la construcción del proyecto HidroAysén, con importantes marchas en Santiago. Las empresas Endesa9 —en manos de la italiana ENEL— y Colbún —controlada por la familia Matte— pretenden levantar cinco represas hidroeléctricas en la Región de Aysén, que atravesarían dos ríos —Baker y el Pascua—, pasando por parques nacionales y santuarios de la naturaleza en la Patagonia. 




			«Ese movimiento empezó a convocar a un grupo de jóvenes que no había estado vinculado tradicionalmente al movimiento estudiantil, a través de la Confech o de las organizaciones de secundarios. En ese contexto, de más efervescencia social, se empezaron a diseñar los caminos a través de los cuales avanzaría la causa de la educación pública», agrega Francisco Figueroa. 




			Los universitarios, entretanto, se preparaban para lo que sería su gran año de movilizaciones. La calle sería el escenario. 




			



			 






			LAS APUESTAS DE CAMILA 




			



			 






			En noviembre de 2010, Camila Vallejo fue elegida presidenta de la FECH. Francisco Figueroa remató como vicepresidente por segundo período y Cristóbal Lagos, del Instituto de Asuntos Públicos, representante de la Izquierda Unida, como secretario general. 




			La nueva presidenta había egresado recién de geografía de la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la Universidad de Chile. Su hermana Javiera, periodista dos años mayor, le recomendó esa carrera. «No sabía qué estudiar, me gustaban mucho las artes, la pintura, pero no quería pagar una carrera para aprender a pintar y dibujar; postulé también a diseño teatral, di todas las pruebas, quedé incluso con un alto puntaje, pero no me convenció. Cuando revisé el currículo de geografía me interesó mucho», señala Camila. 




			Por distintas razones estudió en cinco colegios en La Florida —terminó su enseñanza media en el Raymapu—, donde ahora postula a diputada por el Partido Comunista, dentro del pacto Nueva Mayoría. En esa época escolar conoció «algo de la Jota», dice refiriéndose a las Juventudes Comunistas, en las que empezó a militar en 2007, cuando estaba en segundo año de universidad. Fue a través de una amiga, Olivia Contreras, quien después se fue a vivir a Argentina, que ingresó al PC. 




			Camila asegura que nunca soñó ni se propuso ser dirigente. «Lo que yo quería era participar en una organización. Pensaba que en la Universidad de Chile iba a conocer el mundo, iba a ver la diversidad y las distintas organizaciones, y desde ese espacio podría contribuir en algo. Siempre lo tuve claro y al conocer la vida política universitaria me decidí probar en las Juventudes Comunistas, pero jamás pensando en que iba a ser dirigente.» 




			Confiesa que en esos primeros tiempos universitarios «tenía pánico escénico», pero que al entrar en la Jota tuvo que empezar a participar y dar sus opiniones. Dice que su formación fue «en la práctica» y que su estilo se pulió «en las discusiones de las asambleas, plenos y reuniones». 




			En 2009 conoció a Julio Sarmiento, su pareja desde hace cuatro años y padre de su hija. Sarmiento es médico, milita en la Jota y fue su antecesor en la presidencia de la FECH. 




			Cuando la directiva de Camila Vallejo asumió, la pregunta que muchos se hacían era qué pasaba con la federación y con los universitarios que no jugaban un rol como el que habían tenido en las diferentes etapas durante el siglo XX. Los estudiantes no participaban en asambleas ni discusiones en forma masiva, pese a los problemas que enfrentaba la educación. 




			«Nosotros, desde la Jota al menos, nos preguntábamos por qué la FECH no estaba teniendo un rol nacional y nuestra apuesta fue esa. No creo que el problema de la educación no se haya discutido antes. Esa discusión se venía dando en otros niveles, en algunos sectores políticos y académicos había más desarrollo… Pero nosotros no lo habíamos hecho con la profundidad que lo hicimos en 2011», me comentó una tarde de marzo de 2013. 




			Los inquietaba, cuenta, que la FECH «en el fondo saliera de la burbuja universitaria y que fuera un actor de carácter nacional». Con esa idea estaban hacia 2009, cuando ella empezó a participar en política universitaria. 




			En ese tiempo presidía la FECH Federico Huneeus, de la Nueva Izquierda, y se había producido una aproximación con la FEUC, encabezada entonces por Miguel Crispi, del movimiento Nueva Acción Universitaria (NAU), que triunfó frente a los gremialistas en las elecciones de noviembre de 2008. La coincidencia de que ambos fueron compañeros de curso en el colegio Saint George’s contribuyó a acercar a las federaciones de las dos principales universidades del país. Y eso, a su vez, ayudó a revitalizar la Confech. 




			«Ya en ese tiempo hablábamos mucho sobre el tema de las privadas y cómo plantear una reforma al sistema en el conjunto, no solo a las universidades del Cruch. Ahí empezó a tocarse el tema del giro único y de no al lucro. Llegamos con esas ideas incluso cuando estuvo Julio, pero vino el terremoto en febrero de 2010», recuerda Camila Vallejo. 




			



			 






			UNA CUESTIÓN DE PIEL 




			



			 






			Al comenzar 2011, en el grupo Izquierda Autónoma, que integra Francisco Figueroa, participaban activamente la presidenta de la Federación de la Universidad Católica de Valparaíso (FEUC-V), Nataly Espinoza, y el ex presidente de esa federación, Jorge Sharp; Karyn Álvarez, de la Austral; el ex presidente FECH Giorgio Boccardo y algunos dirigentes de la Universidad de Chile, como Víctor Orellana, la ex vicepresidenta Úrsula Shüler y Francisco Arellano, de derecho. 




			«Era un grupo bien grande, y nos manteníamos totalmente contactados», comenta Francisco Figueroa. «Conspirando con los chiquillos», continúa, «resolvimos en un encuentro de 2011 que si alguna posibilidad había de levantar un conflicto en torno a la educación superior, era primero que nada denunciando el tema del endeudamiento. Veíamos que era un problema que afectaba a cada vez más estudiantes.» 




			Y sucedía algo especial: ese año empezarían a egresar las primeras generaciones que habían obtenido Crédito con Aval del Estado (CAE), y en su mayor parte eran alumnos de universidades privadas. Había que «convocar a los estudiantes de las privadas, que vivían situaciones más precarias que los de las tradicionales, que tienen todavía “algunos beneficios”, la situación un poco más resuelta», indica Figueroa. 




			Se trataba de «una cosa de piel y de sentido político», según el ex vicepresidente de la FECH, «porque era lo que nos pasaba a todos, lo que veíamos a partir de las realidades comunes. Y en el sentido político, para nosotros siempre fue fundamental ampliar la base social del movimiento». Para ellos era importante que asumieran un rol activo esos estudiantes que hoy son mayoría del nuevo sector privado de la educación. Y si no había eso, «la Confech iba a tener cada vez menos poder y sería menos capaz de hablarle a la sociedad chilena, al nuevo Chile que se estaba configurando después de las transformaciones neoliberales». 




			En la Confech estaban hasta ese momento las federaciones de las universidades tradicionales integrantes del Consejo de Rectores, pero corrían el riesgo de ser cada vez menos relevantes, por el desmesurado crecimiento en la matrícula del sector privado de universidades nuevas e institutos profesionales. 




			Eran también acuciantes los problemas de algunas universidades públicas derivadas, que sobre todo en las regiones afrontan situaciones críticas. El déficit de la educación pública tenía —y tiene— un punto de relación con el crecimiento de establecimientos privados que sin preocuparse por la calidad aumentaban año a año las matrículas para obtener más utilidades. Mientras, el Estado dejaba abandonadas a su suerte a sus propias universidades, orientaba cada vez más recursos a créditos y becas siguiendo el patrón de «financiamiento a la demanda». En contraposición, los estudiantes y los rectores de las universidades públicas han insistido en la necesidad de aumentar el aporte basal directo, para que puedan cumplir su misión de servicio a la sociedad y garantizar el derecho a la educación en las mejores condiciones. 




			



			 






			MÁS ALLÁ DE LAS BECAS 




			



			 






			Muchos estudiantes sufrían el endeudamiento como parte de su vida cotidiana. El «pingüinazo» de 2006 fue una alerta importante y de hecho fueron los secundarios quienes levantaron las primeras voces contra el lucro. En 2011 ya había una mayor conciencia respecto del problema de fondo de la educación, y las reivindicaciones fueron mucho más allá de la petición de becas o de la tarjeta nacional estudiantil por las que luchaban los estudiantes en un principio. 




			La Confech a estas alturas trabajaba en plantear las insuficiencias de la agenda ministerial. Según Francisco Figueroa, esta era muy limitada, pues se «presentaba con mucha fanfarria pero no traía cambios significativos», o los tenía pero en el avance de una agenda privatizadora. 




			En enero de 2011 se discutió en comisiones del Parlamento la Ley de Calidad y Equidad de la Educación. Esta se refiere a la educación básica y media y, más bien, a los directivos de colegios municipales. «Después de un rápido trámite legislativo, la ley fue finalmente aprobada; sin embargo, el proyecto sufrió varios cambios en su paso por el Parlamento», señala Educación 2020, la fundación liderada por el ingeniero Mario Waissbluth.10 La ley apuntaba «a mejorar la calidad de los encargados municipales de la educación, de los directores de escuela y de los profesores», según esa entidad surgida en el año 2008. 




			«En enero se votó en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, hubo discusión sobre todo en torno al rol de los profesores. Nosotros estuvimos ahí para que eso no se aprobara; pero se terminó promulgando, de nuevo mediante la política de los acuerdos», indica Francisco Figueroa. Según él, «esa ley, en términos bien gruesos, establecía más atribuciones a los directores de colegios para poder remover profesores mal calificados, pero no abordaba temas de mayores recursos». 




			Camila Vallejo coincide en que primero fueron los temas más puntuales los que preocuparon al movimiento estudiantil, pero ya hacia 2011 había «un grado de avance, no íbamos a pelear solo por becas, íbamos un poco más allá y en eso teníamos ciertas herramientas trabajadas para poder plantear con mayor fuerza cuál era el origen de la crisis de la educación, los problemas más agudos que la mantenían», señala. 




			Por esos días, los estudiantes se tomaron la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (Junaeb), organismo dependiente del Mineduc, y, según Francisco Figueroa, lo hicieron «porque no llegaban las becas de mantención y alimentación, y había una serie de problemas administrativos que afectaba a treinta mil estudiantes en el sistema tradicional, pero sobre todo porque era una ventana para poder denunciar que el Gobierno supuestamente “de los mejores” no era tal; que la solución tampoco eran unas becas más y que el problema fundamental era el endeudamiento de las familias. Con esa toma se permitió visibilizar que en educación no estaba todo resuelto», afirma el ex vicepresidente de la FECH. 




			



			 






			GIORGIO JACKSON 




			



			 






			Uno de los máximos integrantes de la Confech de 2011, Giorgio Jackson, entonces presidente de la FEUC, llamó la atención desde un principio por su preparación. Jackson militaba en el movimiento Nueva Acción Universitaria, que se ha impuesto en los últimos años sobre el gremialismo en el bastión histórico de la UDI. 




			Ingeniero civil y deportista, dejó la selección nacional de vóleibol por la política universitaria. En 2009 estuvo en el nacimiento de la NAU y tras egresar de la UC ha sido uno de los forjadores del movimiento Revolución Democrática. Desde hace unos meses está trabajando por llevar su voz al Parlamento: es candidato a diputado por el distrito de Santiago Centro, y —como Figueroa— escribió un libro, El país que soñamos,11 a partir de sus vivencias en ese año legendario y las reflexiones que le provocaron. 




			El viernes 16 de agosto, un día que para muchos fue descansado, «sándwich», Giorgio Jackson concurrió al Servicio Electoral a inscribir su candidatura, acompañado de la alcaldesa de Providencia, Josefa Errázuriz. Ese mismo día hicieron lo propio los tres candidatos de la Izquierda Autónoma, todos ex dirigentes estudiantiles: Francisco Figueroa por Providencia y Ñuñoa, Daniela López por Valparaíso y Gabriel Boric por Punta Arenas. Ese movimiento anunció también dos semanas antes su apoyo a Jackson en Santiago. 




			En la víspera del cierre del plazo para inscribirse, el pacto Nueva Mayoría anunció que no competiría en el distrito de Santiago, y sus integrantes manifestaron su apoyo elocuente a Giorgio Jackson. Esta vez fue la alcaldesa de Santiago, Carolina Tohá, la que lo acompañó en el anuncio junto a Marcelo Díaz (PS) y Eugenio Ravinet (DC), quienes iban a ser los candidatos. 




			A pesar de la camisa forzada del binominal, Jackson se abría así paso hacia el Parlamento. Y esto en un distrito simbólico como Santiago. Las iras de la derecha no se hicieron esperar, tratando de descalificar el «blindaje». Una muestra más de que las voces jóvenes que levantaron con energía las demandas estudiantiles en 2011 y cuestionaron el sistema económico y político reinante molestan mucho a quienes no quieren cambiar el statu quo. 




			La candidata presidencial Michelle Bachelet, en cambio, quien desde su llegada de Nueva York a la campaña había planteado que vería con muy buenos ojos que Giorgio Jackson, Camila Vallejo y Karol Cariola llegaran a la Cámara de Diputados, calificó el hecho como «una excelente noticia». 




			



			 






			BOLA DE NIEVE IMPARABLE 




			



			 






			El movimiento estudiantil «también apuntaba a una cuestión de fondo, que es la enorme desigualdad que caracteriza a nuestro país y cómo la educación no está sirviendo para cambiar esa realidad inicial», dice Jackson en las páginas de su libro. 




			Concuerda con Camila Vallejo y con Francisco Figueroa —con quienes viajó a Europa en 2011— en que en un comienzo el movimiento tomó masividad «por una coyuntura gremial bien específica, con demandas como el transporte escolar, las becas de alimentación y las becas de mantención». Pero esos temas, indica, estuvieron «acompañados por discusiones políticas sobre la educación que se mantenían desde antes de 2006 y la “revolución pingüina”». 




			Igual que los ex dirigentes de la Universidad de Chile, Giorgio Jackson destaca lo que dejó ese movimiento: «Fueron relevantes la historia y el aprendizaje de la “revolución pingüina”. Hay que tener en cuenta que los estudiantes de la masiva revolución estudiantil eran prácticamente los mismos que en 2011 llegaron a la universidad». Y apunta: «El “pingüinazo” generó una desconfianza tremenda hacia el sistema político. Esa destrucción de la confianza —que se consolidó en 2008 con la promulgación transversal de la Ley General de Educación— provocó que los estudiantes tuvieran gran conciencia y resistencia cuando estalló el conflicto de 2011». 




			Uno de los factores que, a su juicio, fue determinante en la fuerza y masividad de la explosión estudiantil fue «el enorme endeudamiento de los estudiantes que debieron pedir créditos con altos intereses, administrados por la banca privada y con el aval del Estado». Es decir, indica el ex presidente de la FEUC en plena coincidencia con Figueroa y Vallejo, «la masificación del CAE que permitió a una gran cantidad de estudiantes ingresar a la educación superior del país a partir de 2006 —sin regulación alguna sobre la calidad de las universidades a las que postulaban—, fue relevante en estos hechos». 




			Anota  Giorgio Jackson: «Hacia el final de la década pasada, algunos de esos estudiantes comenzaron a egresar, a recibirse y, junto con ello, a enterarse de los montos de sus deudas, que eran altísimos o derechamente impagables». Y agrega: «Ellos, sumados a los alumnos que desertaron y que también tenían deudas enormes, empezaron a caer en morosidad y en muchos casos directamente en Dicom,12 lo que generó una masa crítica sobre este problema urgente». 




			Jackson destaca otros aspectos que, a su juicio, le echaron leña al fuego: «El Gobierno de Piñera favoreció la radicalización y transformación de las demandas, al ser tremendamente negligente y cometer un error administrativo y político —el primero de varios— en lo relativo a becas». 




			Para el líder de Revolución Democrática, otro elemento muy importante es el funcionamiento del movimiento estudiantil que tiene como base las federaciones históricas. 




			«Los movimientos estudiantiles en Chile tienen una trayectoria muy larga de acumulación de experiencias, aprendizajes y errores», dice Jackson. Lo explica así: «Al hablar del movimiento estudiantil de 2011 es claro que se trata de una energía que no surgió de la nada, sino que fue una derivación natural de un proceso muchísimo más amplio». Y a continuación señala: «Nuestra organización estudiantil más antigua es la FECH, que se fundó en 1906 para defender los derechos y las opiniones de los alumnos de la Universidad de Chile y brindar asistencia social a los trabajadores». 




			Recuerda asimismo que la FEUC, «otro referente importante de la historia estudiantil chilena», se fundó en 1939 y tuvo un rol protagónico a fines de los sesenta en el proceso de reforma universitaria. Y, por cierto, dedica algunos párrafos a la toma del edificio de la Alameda en 1967, cuando los estudiantes exhibieron el famoso lienzo que decía «Chileno, El Mercurio miente». 




			Indica  Giorgio Jackson que uno de los aspectos que contribuyó a dar fuerza al movimiento fue «que logramos hacernos un espacio en los medios de comunicación para decirle al país lo que pensábamos». Eso fue así, dice, «a pesar de las líneas editoriales e intereses de algunos de los medios que reaccionaron ante nuestro mensaje rebelde y transgresor volcando sus esfuerzos en mostrar al movimiento con un carácter violentista e intransigente, casi delictual». Pero agrega que «por fortuna habían llegado demasiado tarde, pues la bola de nieve ya corría cerro abajo y no había forma de pararla». 




			Subraya el ex presidente de la FEUC algo que ya se había advertido en el movimiento de los «pingüinos»: el rol de las redes sociales y las nuevas formas de comunicarse que ayudaron a contener la ofensiva mediática contraria a los estudiantes. «Nosotros también nos comunicábamos por los medios no tradicionales, como las redes sociales, a través de internet, divulgando videos informativos, de convocatoria, con diagnósticos, que aunque tenían un alcance acotado, así y todo contribuyeron a que las concentraciones iniciales de treinta mil personas o más fueran posibles.» 




			



			 






			DEUDAS Y MÁS DEUDAS 




			



			 






			Si existe un contenido que prendió fuertemente y que sintetiza buena parte de las demandas estudiantiles —que subsisten hasta hoy— es el «no al lucro». 




			—¿Cuándo sitúas tú el despertar de la discusión sobre el lucro? —le pregunté a Camila Vallejo. 




			—Creo que había una intuición de que se venía un problema y había un tema estructural. Eso venía de antes. Recuerdo que la «revolución pingüina» instaló el tema del lucro en la enseñanza básica y media… Pero nosotros estábamos preocupados de problemas más propios de las universidades del Consejo de Rectores. Y de repente empezamos a hablar también sobre el rol de las otras instituciones y otros estudiantes. 




			»Nos preguntábamos qué pasaba con la “majamama” de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, cómo se regulaba eso. En la medida en que entendíamos que los estudiantes de las universidades tradicionales éramos un 30 por ciento y el resto era privado, y si el Estado tenía que jugar un rol, también tenía que considerar eso. Ahí empezamos a tratar el tema del lucro en la educación superior y en 2011 fue profundizándose ese debate —resume Camila Vallejo. 




			Para la ex presidenta de la FECH, «el lucro fue el tema clave, porque tiene que ver con la concepción del derecho a la educación; era contrastar esta visión de lo público con lo privado; la educación como derecho o la educación como una mercancía. Ese fue un debate que logró abrir todas las discusiones posteriores, incluso más allá de la educación; llevó a hablar de la visión del modelo de desarrollo, de cómo trata el Estado los derechos en general, y potenció el proceso de movilización». 




			Después entró el tema de la gratuidad. «En una primera instancia, dentro del debate político estudiantil, había mucho miedo de poder plantearlo abiertamente», señala. Primero se hablaba de arancel diferenciado y de desigualdad, hasta que «nosotros mismos nos dimos cuenta de que para plantear la gratuidad debíamos proponer una reforma tributaria». 




			Pero la plataforma sobre la que se daban estas discusiones era la realidad del endeudamiento. «Es una demanda aparentemente gremial, ya que toca el bolsillo, pero es estructural y muy política. A la hora de empezar a abordar el endeudamiento, a plantear la sensación de que por la educación uno no tendría por qué estar acogotado, porque es un derecho, el asunto pegaba.» 




			Agrega  Camila Vallejo que el endeudamiento involucró a las familias y a los egresados. «Hace mucho tiempo que los egresados no aparecían, y de repente dijimos “esto es un problema de la sociedad”, porque es la familia la que está endeudada. El egresado que acarrea la deuda por una carrera de no sé cuántos años y que, además, se dio cuenta de que la educación que recibió no le sirvió de mucho, hace un fuerte cuestionamiento. Se dice “estoy ahogado con una deuda maldita porque tengo que pagar a los bancos una suma de dinero mayor a la que hubiera pagado al contado y la educación que recibí es totalmente cuestionable”.» 




			



			 






			BOMBARDEO Y AGITACIÓN 




			



			 






			Según  Camila Vallejo, después empezaron a surgir las preguntas de fondo: ¿qué regulación existe?, ¿cuál es la responsabilidad del Estado, si esto es un derecho? Y ahí, dice, aparecieron muchos temas relacionados, como el lucro en las universidades que suben los aranceles mientras la deuda de los estudiantes asciende. 




			Todo eso, afirma la ex presidenta de la FECH, «agitó la movilización, y aparecieron los endeudados de Corfo que ya habían salido de la universidad y que eran miles y miles de personas que habían sufrido una denigración absoluta. Hasta llegaban algunos a quienes les habían embargado la casa. Eso también ahondó el tema del lucro en general, porque la deuda no es solo en la educación, sino que uno se endeuda por todo». 




			Advierte Camila Vallejo que esa «agitación en las capas medias ha sido también importante, porque este modelo promete mucho a esa clase media aspiracional, que es como la catalogan ahora, y a la cual le dicen que pueden tener éxito. Pero es muy perverso para los sectores medios, porque les prometen todo a costa de endeudarse y terminan enfermos de estrés y depresión, y viven hasta la muerte con deudas». 




			Giorgio Jackson comparte esta mirada y en su libro va más allá de las deudas contraídas en las universidades y apunta a las características de la sociedad chilena en la que se dio el estallido de 2011: «No nos dimos cuenta de lo que pasaba con nuestra sociedad por el bombardeo permanente que nos empujó a consumir, consumir y consumir; no importa la manera, sino que nos lleva a comprar, aunque no tengas los medios para ello», dice. 




			Según el ex presidente de la FEUC, es lo que pasó con las tarjetas de crédito, con las que se «instaló la cultura del endeudamiento generalizado en la población bajo el pretexto de que eran una ayuda para comprar cosas que de otra manera la gente no podría tener». 




			Todo eso contribuyó a dar cuerpo a la bomba de tiempo que estalló en 2011. Pero la presión que esconde está aún latente. Los elementos que provocaron la explosión no se han amortiguado. Las universidades privadas, institutos profesionales y demás establecimientos siguen lucrando, sin asegurar calidad, y los que acceden a sus servicios se siguen endeudando. Hasta ahora, fuera de bajar unos puntos la tasa de interés del CAE, el Gobierno no ha hecho nada sustancial. Tampoco habrían logrado contener la situación los limitados proyectos que están en el Congreso. Por el contrario, más bien aparecen como intentos de maquillar la cuestión para que todo siga igual. 




			



			 






			CAMBIOS DE FONDO 




			



			 






			No es extraño que todo esto haya reventado esta vez por el lado de los estudiantes universitarios. Tras un período de aparente calma, fue el movimiento de 2011 el que lo puso sobre la mesa, en el segundo año de Gobierno de Sebastián Piñera, quien contribuyó a alimentar el fuego cuando en julio de ese año, entre marchas y demandas, afirmó: «La educación es un bien de consumo».13 




			Los dirigentes estudiantiles que fueron capaces de movilizar a cientos de miles de jóvenes y ganar la adhesión de la ciudadanía en 2011, están convencidos de que la única forma de salir adelante es con un cambio radical que implica un rol activo, fiscalizador y regulador por parte del Estado, capaz de eliminar el lucro y garantizar calidad. Al mismo tiempo, advierten que el fortalecimiento de la educación pública no puede seguir esperando. 




			Con el apoyo ciudadano expresado en marchas y encuestas que han mostrado hasta más de un 80 por ciento de respaldo a sus demandas por la educación, los estudiantes han ido marcando la agenda a través del país: fin al lucro, educación gratuita, fortalecimiento en serio de la educación pública y reforma tributaria para avanzar en esas líneas, han pasado a ser mucho más que simples eslóganes. Y eso no siempre se entiende así. 




			En forma simultánea, ha tomado cada vez más fuerza la necesidad del cambio de Constitución, del sistema binominal y el cuestionamiento al modelo socioeconómico instaurado por Augusto Pinochet y los Chicago boys. 




			Aunque en un comienzo, hacia el final de 2011, los universitarios manifestaban cierta sensación de derrota, como la sintieron los «pingüinos» cinco años antes, los jóvenes de las marchas masivas que siguieron movilizados en 2012 y 2013 aprendieron también con el transcurrir de los meses que algo pasaba cuando se unían en sus clamores. Y estos poco a poco se fueron haciendo más exigentes y amplios. Admiten que ante ciertos temas se manifiestan diferencias de opinión entre ellos, que hay grupos y colectivos que piensan distinto y que tienen diferentes modos de encarar el presente y quizá de soñar el futuro. Pero es mucho más lo que los une. La base de un diagnóstico compartido está, las principales demandas también y la capacidad de salir a la calle la han expresado en sucesivas marchas durante los últimos meses. 




			



	    


	 	

	    

            



			 






			CAPÍTULO III 




			



			 






			Con los ojos en la Central 




			



			 






			Las compraventas de universidades habían empezado a ser parte del panorama en que transcurría la educación chilena en los últimos años, cuando los estudiantes se volcaron a las calles en 2011. Grupos económicos y fondos de inversiones irrumpían en el escenario sin dejar ninguna duda de que el lucro era —y es— el motor del negocio de la educación privada, donde se cambian las palabras para tratar de disfrazar lo evidente. «Emprendimiento» o «ganancia» fueron algunos de los intentos en esa búsqueda de pretendidos sinónimos que se desató después de la «revolución de los pingüinos». 




			Pero los juegos de lenguaje han tenido también otras expresiones donde el subterfugio de «alianza estratégica» se ha usado para ocultar el acto de comprar y vender derechos en corporaciones que se presentan como universidades. 




			Cuando ya los «pingüinos» y su revuelta parecían haber quedado atrás, las transacciones en millones de dólares seguían mostrando el lucro sin tapujos. El «mercado» era seductor y nadie parecía escandalizarse mucho con la violación de la ley ni con la danza de millones de dólares que se pasaban de unas manos a otras, mientras se compraban y vendían corporaciones y derechos, sin considerar la calidad ni la opinión de los estudiantes y sus familias. 




			Hacia fines de la primera década del siglo XXI el negocio lucía bullente y atractivo. La gigantesca burbuja del mundo de las universidades privadas post 1981 seguía creciendo con cuantiosas operaciones. Una de las más significativas fue la ocurrida en la Universidad San Sebastián, hasta donde llegaron en 2007 algunos de los antiguos dueños de la Andrés Bello, junto a nuevos inversionistas. Luis Cordero Barrera, antiguo compañero de Pablo Longueira en la fundación de la UDI, junto al creador de la empresa Sonda, Andrés Navarro Haeussler, se sumaron al ex gerente de Copec Alejandro Pérez, y a Ignacio Fernández y Marcelo Ruiz Pérez, quienes venían también de la Andrés Bello y murieron en 2010 en un accidente de avión. Los nuevos socios acompañarían en el crecimiento de la San Sebastián a los que ya estaban, como Javier Pivcevic y Pilar, la hija de José Luis Zabala Ponce. 




			Desde otras áreas de la economía, empresarios e inversionistas se involucraban en la educación. Algunos provenientes de sectores tan disímiles a las universidades como el agro y la crianza de cerdos y pollos. Es el caso de Gonzalo Vial Concha, el principal accionista de Graneles de Chile, criador de caballos y aficionado al rodeo, hijo del dueño de Agrosuper, el holding que reúne a Super Pollo, Super Cerdo y La Crianza. Entre sus pertenencias está la famosa planta de Freirina1 que cerró en 2012 tras un movimiento de protestas de la población debido a las condiciones insalubres en que los Vial mantenían a cerca de quinientos mil chanchos. 




			Gonzalo Vial Concha controlaba —junto a otros socios— la pequeña Universidad de Rancagua y adquirió en 2008 la de Aconcagua, con su sede central en la Región de Valparaíso y «sucursales» en ciudades del norte y sur del país. 




			Además de las instalaciones que la Universidad de Aconcagua tenía en La Ligua, San Felipe, Limache, Villa Alemana y Viña del Mar, Vial mantuvo su sede original de Rancagua, donde también los Vial crían cerdos. 




			Hoy las sucursales de la Universidad de Aconcagua ya suman más de veinticinco, entre Calama y Ancud en la isla de Chiloé, donde tienen pequeños recintos albergados en casas que funcionan bajo el nombre de universidad. La oferta se reduce en la mayoría de ellas a carreras de corte técnico. Bajo el control de Gonzalo Vial, la Universidad de Aconcagua pasó de mil doscientos estudiantes a casi ocho mil quinientos en 2012. 




			



			 






			EL ATERRIZAJE DE APOLLO 




			



			 






			En enero de 2008 aterrizó en Chile el grupo Apollo, el principal y más conocido representante de la actividad for profit en Estados Unidos. El consorcio, dueño de la Universidad de Phoenix, entre otras empresas, tiene repartidos establecimientos por diferentes países del mundo y es uno de los que fue investigado por lucro en el Congreso de dicho país. En Chile, Apollo pagó —según versiones de prensa— alrededor de 45 millones de dólares a los Guiloff por la Uniacc y el Instituto Superior de Artes y Ciencias de la Comunicación (IACC), que se dedica a impartir carreras on line. 




			Pero la experiencia acumulada por el grupo experto en lucro no le sirvió mucho. Apollo creyó venir a «hacerse la América» a estas tierras con la universidad que cobraba elevados aranceles y vendía una imagen glamorosa gracias a una descomunal publicidad. La realidad con que se encontró fue bien compleja. Lo más fuerte, el escándalo de las becas Valech impulsadas por el entonces rector Daniel Farcas, a expensas de los fondos entregados por el Estado. 




			El afán de lucro convertido en directo abuso contra los familiares de víctimas de la dictadura beneficiarios de una ley que tenía sentido de reparación, contribuyó al desprestigio de la recién comprada universidad. Los malos resultados en sucesivos procesos de acreditación completaron un cuadro que ha mostrado que la Uniacc valía menos que lo que pagó por ella el grupo Apollo. Hoy todos sus indicadores muestran que va cuesta abajo y hasta han debido reducir en forma significativa los aranceles. 




			Pero el problema de la Uniacc fue calificado como un escándalo particular que no hacía temblar el sistema. La década terminaba con grandes transacciones en el «mercado» de las universidades. Era un tiempo de oro para los inversionistas que cruzaban apuestas y ofertas por algunas que les parecían atractivas. Las posibilidades de reclutar más y más alumnos y de financiarlos con créditos avalados por el Estado estaba a la vuelta de la mano desde 2006, y quienes los estaban utilizando mostraban que era una buena manera de seguir aumentando matrículas y utilidades. Solo había que acreditarse, pero cada día parecía más fácil. 




			



			 






			FUEGO EN EL QUISCO 




			



			 






			En el «mercado» educacional sucedía de todo. La Universidad Santo Tomás, una de las que mostraba mayor expansión, se vio golpeada por un hecho espeluznante. Una mañana de febrero de 2008, Gerardo Rocha, su fundador y principalísimo socio de la corporación y de un imperio educacional, llegó hasta el balneario de El Quisco, en el litoral central, a la casa del ex martillero público Jaime Oliva, acompañado de dos sicarios. Después de amarrarlo, le prendieron fuego. Murió Oliva y Rocha terminó con medio cuerpo quemado. Después de dos meses internado en la clínica Indisa, en Santiago, dejó de existir el 5 de mayo de ese año. El móvil del crimen habrían sido los celos. Su pareja había trabajado quince años antes en la oficina del martillero. 




			Pasado el impacto inicial y tras largas negociaciones, los herederos de Gerardo Rocha decidieron vender un 60 por ciento de la Corporación Santo Tomás. El elegido como comprador fue Juan Hurtado Vicuña, junto al fondo de inversiones Linzor Capital. La suma de la transacción alcanzó a setenta millones de dólares. Y aunque no fue al parecer la oferta más alta, la cercanía de Hurtado a sectores católicos conservadores habría sido un aliciente para la primera esposa de Rocha, Carla Haardt —también socia de la corporación—, y los demás herederos. 




			Los nuevos dueños tomaron el control de la Universidad, del Instituto Profesional y del Centro de Formación Técnica Santo Tomás, que están presentes a lo largo del país. Suman más de setenta mil estudiantes, a los que se agregan los de la cadena de colegios subvencionados que mantiene. 




			Aunque se supone que las universidades son entidades que no se pueden comprar ni vender, esas operaciones continuaban. El mismo año 2009, el grupo Cepech, dueño del preuniversitario del mismo nombre, del Instituto Profesional de Chile y de varios colegios, se constituyó en holding bajo la sigla GEC y compró la parte mayoritaria de la Universidad de Ciencias de la Informática (Ucinf). El grupo, que nació en los ochenta del preuniversitario de la Fecech, la federación que aglutinaba a los estudiantes designados con la venia de las autoridades hasta que volvió a renacer la FECH, se amplió así al ámbito universitario. 




			Sin muchos tapujos, las privadas cambiaban de manos, y más grupos y fondos de inversión entraban al negocio. Otros concentraban más entidades bajo su alero. Fue el caso de Laureate, que desde 2003 era dueño de las universidades Las Américas y Andrés Bello. En 2007 este consorcio internacional pasó a manos del fondo de inversiones estadounidense KKR (Kohlberg Kravis Roberts), que dos años después, en 2009, compró la Universidad de Viña del Mar. La mitad le pertenecía a la sociedad Norte Sur —a través de otras firmas de papel—, encabezada por el ingeniero civil de la Universidad de Chile Vicente Caruz Middleton. Esa venta parecía ser la despedida de Caruz del negocio universitario en el que había estado durante una década. 




			



			 






			REGRESO DE OTOÑO 




			



			 






			No obstante, al comenzar el otoño de 2011, en un clima en el que aún se veía a la educación universitaria como un creciente y lucrativo negocio, empezó a circular una noticia en las páginas económicas de algunos diarios. El foco estaba puesto en la Universidad Central, una de las primeras privadas que desde su nacimiento tuvo un sello distinto. El interesado era Vicente Caruz, presidente de la sociedad Norte Sur. 




			A Vicente  Caruz Middleton le había ido bien en las últimas décadas. Ese año 2011 ganó más de 260 millones de pesos a través de Norte Sur, sin considerar dividendos de acciones, dietas ni rentas de otras inversiones o negocios propios. Similar monto había obtenido en 2009 y en 2010. Lo curioso es que, según los datos incluidos en la memoria2 entregada a la Superintendencia de Valores y Seguros, las remuneraciones de los demás integrantes del grupo eran bastante menores. Salvo un personaje que se inició en los ochenta en un puesto secundario del Banco del Desarrollo: Daniel Albarrán Ruiz-Clavijo, quien como gerente general de Norte Sur bordeaba los doscientos millones de pesos en 2011; los demás miembros de los directorios de la sociedad no superaban los quince millones, aparte de las dietas y dividendos. 




			Daniel Albarrán —tal como Caruz— es ingeniero civil, pero de la Universidad Católica. Tras su paso por el Banco del Desarrollo, en los años noventa se convirtió en empresario salmonero. Fue uno de esos ejecutivos que atravesó la «puerta giratoria» en el Gobierno de Ricardo Lagos, cuando dejó la presidencia de la Asociación de Salmoneros —donde estuvo entre 1996 y 2000— y pasó a ser subsecretario de Pesca. Cercano al PPD, en 2002 fue nombrado director del Sistema de Empresas Públicas. En 2005 volvió al banco, pero esta vez como gerente general. Ahí acompañó a Vicente Caruz y sus socios hasta que decidieron la venta del banco al Scotiabank. A partir de ese momento, Albarrán continuó como mano derecha de Caruz. 




			



			 






			DE COOPERATIVISTA A BANQUERO 




			



			 






			Mucho tiempo había pasado desde que Vicente Caruz se inició en el movimiento cooperativo al alero de Domingo Santa María Santa Cruz, ex ministro de Economía de Eduardo Frei Montalva. Caruz se hizo cargo en 1978 de la gerencia de la Financiera de Interés Social, que nació de una cooperativa y se hizo conocida por su sigla Fintesa. Creada por el cardenal Raúl Silva Henríquez para apoyar la adquisición de viviendas de quienes no tenían cómo construirlas y respaldar a las empresas de trabajadores, Fintesa estuvo marcada por el sentido social y solidario. A comienzos de los ochenta fue una de las sociedades fundadoras del Banco del Desarrollo. 




			Aunque nació en 1983 como una alternativa a la banca tradicional y se orientó en especial a los pequeños y medianos empresarios y a personas de sectores medios, los criterios de sus ejecutivos, preocupados por maximizar las utilidades en la jungla del mercado, primaron después sobre los viejos ideales. Caruz, opositor a la dictadura y militante DC, se desempeñó como gerente general hasta 1996, cuando reemplazó a Domingo Santa María como presidente de la entidad. Y estuvo en ese cargo hasta su venta. 




			En 1989 el grupo de antiguos directivos y ejecutivos encabezados por Vicente Caruz se aglutinó en Norte Sur, la dorada sociedad que fue acumulando ganancias.3 Muerto el cardenal —en 1999— y enfermo Domingo Santa María, que fue el alma de esas instituciones, la influencia de Caruz fue ganando terreno en el banco.4 




			Sus acciones en la sociedad Norte Sur se multiplicaron. Vicente Caruz se transformó así en un magnate local, millonario en dólares, con buen vivir y gustos caros. Con tierras en María Pinto y en Santa Bárbara, en la Región del Bío-Bío, aficionado a los caballos, presidió la Federación del Rodeo entre 2006 y 2008, mientras continuaba poniendo sus fichas en una variada mesa de intereses. 




			Junto a Caruz compartían el control de Norte Sur y del Banco del Desarrollo el abogado Aníbal Correa Barros y el empresario serenense David Mas Rocha —quien murió en 2010—, que no estaban en el grupo original. También ellos fueron aumentando su participación en la sociedad y sus dividendos. Entre los socios minoritarios desde los tiempos del Banco del Desarrollo estaban el ex ministro Sergio Molina Silva,5 el abogado Sergio Fernández Aguayo6 y el ingeniero Maximiliano Poblete Álvarez. Después ingresaron otros, como el empresario Juan Carlos Latorre Díaz, quien había sido socio desde los ochenta del ex ministro de Hacienda Sergio de Castro y en los noventa de Álvaro Saieh en Copesa. 




			El Banco del Desarrollo terminó como uno más, comercial como todos. Su cuantiosa cartera orientada a sectores medios, involucrada en créditos hipotecarios para viviendas y en las nuevas fórmulas de préstamos educacionales, le resultó muy atractiva al canadiense Scotiabank, que pagó alrededor de mil doscientos millones de dólares por adquirirlo. 




			La sociedad Norte Sur, presidida por Caruz, se orientó a negocios financieros de préstamos y cobranzas; desplegó actividades inmobiliarias, incursionó en la salud —adquirió la clínica Miraflores en Viña del Mar y los servicios Sonarad y Salud Fácil—, invirtió en colegios subvencionados y en la Universidad de Viña del Mar (UVM). Y sus socios le compraron el 50 por ciento a sus antiguos dueños y edificaron un campus en Agua Santa para que funcionara mejor. 




			Eso lo hicieron a través de una compleja operación de esas que se estilan en este negocio. Formaron la sociedad de inversiones llamada Norte Mar, que estaba constituida por Norte Sur y por la Inmobiliaria Viña del Mar, de propiedad de los antiguos dueños de la UVM. Norte Mar compró alrededor de 21 hectáreas en el sector de Rodelillo, en la entrada a Valparaíso. La universidad construyó en parte esos terrenos con un préstamo del Banco del Desarrollo. «Los créditos los tomó Norte Mar y los pagaba la universidad a través de los arriendos. Después la universidad compró a esta sociedad Norte Mar los terrenos donde está el edificio. Son como ocho hectáreas», me explicó en 2006 Sergio Molina, cuando era vicepresidente del Banco del Desarrollo y presidente del consejo de la Universidad de Viña del Mar.7 




			Tras la venta de la UVM a Laureate en 2009, Norte Sur continuó con sus actividades en el sector educacional. Agregó algunos colegios subvencionados a la red que estaba formando y aumentó su inversión en el Instituto Tecnológico de Computación. 




			



			 






			CAPITALISMO ACADÉMICO 




			



			 






			Un año después de cerrar el negocio con Laureate, el grupo Norte Sur tomó cartas para controlar la Universidad Central. Tenía Vicente Caruz un potente apoyo desde adentro: el ex superintendente de Bancos e Instituciones Financieras Ernesto Livacic Rojas —entre 1998 y 2002—, quien ya tenía la cancha de aterrizaje preparada para que llegara su amigo. 




			Hijo del destacado educador y humanista Ernesto Livacic Gazzano, el ingeniero comercial Ernesto Livacic Rojas no heredó el afán por mejorar la educación que caracterizó a su padre,8 quien obtuvo el Premio Nacional de Educación en 1993. 




			Ernesto Livacic Rojas se inició profesionalmente en Cieplan entre 1982 y 1984. Desde esos tiempos empezó a hacer algunas clases en la Universidad Central, donde fue director de la Escuela de Economía y Administración entre 1984 y 1986. 




			Tras el final de la dictadura, Livacic se insertó en la administración pública. Hizo carrera en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: partió como jefe de estudios en 1990, al año siguiente ascendió a director de estudios y análisis financiero, y en 1992 pasó a ser intendente de Bancos, hasta que en 1998 llegó a ser la máxima autoridad de la importante superintendencia que regula la actividad de las instituciones financieras. 




			En los noventa, Livacic hacía clases algunas horas a la semana en la misma Universidad Central, por las que recibía un honorario, como la gran mayoría de los docentes. Pero su imaginación —y su ambición— lo llevaron mucho más lejos. 




			Fue nombrado miembro de la junta directiva en 1999, y en 2002, después de dejar su cargo en la superintendencia al terminar el Gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, asumió como presidente de la junta, la máxima instancia de esa universidad, de la que además era el representante legal. 




			Paralelamente, entre 2004 y 2005, Ernesto Livacic asesoró a la Superintendencia de Bancos en la evaluación del sistema de lavado de dinero y dirigió un proyecto de modernización de la Contraloría General de la República.9 Aparecía en ese tiempo como un profesional serio y competente a quien el Estado le encargaba trabajos que requieren criterios éticos y aptitudes profesionales. 




			Hasta 2010 la suerte estuvo de su parte y el audaz plan que diseñó para la UCEN parecía caminar. Logró tomar el control de una institución cuyos fundadores la habían creado, al parecer, con la idea de que no tuviera un dueño que lucrara. Al menos se había caracterizado por reinvertir las ganancias obtenidas a través de los aranceles, dando forma a los edificios que pertenecen a la corporación hasta hoy. 




			Ernesto Livacic Rojas completaba ya ocho años como presidente de la junta directiva de la Central y conocía el negocio al detalle. Y había diseñado la transformación de la universidad, que tenía una especial forma de propiedad controlada por una asamblea de académicos, en una empresa lucrativa con ganancias para sus accionistas. Para ello, sin embargo, debía efectuar una operación mayor. 




			«Durante el año 2010, la junta directiva de la universidad inició conversaciones con la sociedad de inversiones Norte Sur, con el objeto de establecer una alianza estratégica. Su objetivo era evaluar la posibilidad de gestionar recursos adicionales para acelerar la expansión», consignan las nuevas autoridades en la Memoria 2012.10 




			Señala el texto que la propuesta implicaba «establecer un gobierno conjunto, en el que participarían ya no solo los académicos de la propia universidad, sino también representantes de la sociedad de inversiones Norte Sur». 




			Y agrega la memoria: «En un primer momento esta propuesta fue vista por algunos grupos al interior de la institución como una buena posibilidad de expandir la universidad y generar recursos. No obstante, en el mediano plazo, la mayor parte de los académicos, estudiantes y administrativos vio en esta alianza una amenaza a la naturaleza de la universidad y su misión». 




			El plan de Livacic consistía en generar una serie de empresas dentro de la Universidad Central y lograr el apoyo de los académicos a través de la venta de acciones de estas sociedades. La propiedad la compartirían con los nuevos inversionistas que llegarían con la «alianza estratégica» a través de Norte Sur. Esta se quedaría con el 45 por ciento de los inmuebles de la universidad y el 50 por ciento de la gestión, con alumnos incluidos. Norte Sur invertiría en el negocio algo más de veinte millones de dólares. 




			La figura recuerda la del denominado «capitalismo popular» en tiempos de la dictadura, cuando en el proceso de privatización de las ex empresas del Estado los ejecutivos formaban sociedades en las que tenían todas las atribuciones. En la Universidad Central, Livacic y sus asesores diseñaron algo todavía más complejo. La idea era formar, además de sociedades integradas por directivos, académicos y socios externos, un fondo de inversión dentro de la universidad y una sociedad anónima por cada facultad. El plan se empezó a aplicar en 2010. Mientras en la asamblea el presidente anunciaba los avances, numerosos profesores alcanzaron a ser accionistas, tentados por la oferta. 




			



			 






			UNA «ALIANZA ESTRATÉGICA» 




			



			 






			«Se ha señalado que están comprando la Universidad Central», le planteó en mayo de 2011 —cuando se iniciaba ya el movimiento estudiantil— la periodista Elizabeth Simonsen, de La Tercera,11 a Vicente Caruz. 




			«Ello no es así. Es una alianza estratégica para el desarrollo a futuro de la universidad. ¿Qué desarrollo? El que ellos mismos acordaron en su plan estratégico 2010-2020. A nosotros, como a otros, nos invitaron a participar en ese diseño», replicó Caruz. 




			El entonces presidente de Norte Sur declaró en aquella oportunidad: «Las universidades son corporaciones privadas sin fines de lucro. Entonces, el concepto es muy distinto de cuando ingresamos, por ejemplo, a una sociedad agrícola, donde hay mayorías o minorías. Acá hubo una invitación a convertirnos en socios de un plan estratégico. Y nos interesa participar de una instancia donde se toman las decisiones más globales, pero la universidad es administrada por su rector». 




			En realidad no se trataba de una compra cualquiera. La Central no era ni es una más dentro del conjunto de universidades creadas después de 1981, conforme al modelo instalado en Chile por el Gobierno de Augusto Pinochet. Se trata de una de las tres universidades privadas de primera generación, junto a la Gabriela Mistral y la Diego Portales. Tuvo siempre una estructura especial, que sus fundadores se preocuparon de resguardar. Y cuando ellos empezaron a morir, los que sobrevivieron impulsaron y fortalecieron una corporación de académicos. Hoy día no está ninguno de ellos. Pero sus descendientes no han pretendido reclamar derechos de sucesión vinculados a la universidad, precisamente para respetar el espíritu de quienes la crearon. 




			



			 






			MARCA DE NACIMIENTO 




			



			 






			Aunque se la vinculaba a la Masonería y varios de sus fundadores forman parte de la orden, la Central no pertenece a la Masonería como institución. «El núcleo principal de fundadores de la Central efectivamente estaba constituido por miembros de la Masonería. Pero después los masones fueron desplazados», afirmaba en 2005 el ex gran maestre Jorge Carvajal,12 fallecido en 2009. 




			Fue una de las tres primeras en contar con el visto bueno del Gobierno, a través del Ministerio del Interior —como se exigía entonces— y el de Educación. Las influencias de los fundadores, entre los que estaba el abogado Hugo Gálvez Gajardo —ex ministro de Trabajo de Jorge Alessandri y de Augusto Pinochet—, quien fue su rector entre 1985 y 1995, les facilitaron la autorización. Y pudieron funcionar en el estadio La Perla, en San Bernardo, que pertenecía a la Caja de Empleados Particulares. 




			Los bienes de las cajas de previsión estaban en esa época en manos del Estado. La Perla ya no prestaba beneficios a los empleados asociados a esa caja y el recinto podía ser arrendado por una institución pública. La Municipalidad de San Bernardo lo alquiló y lo subarrendó a la naciente Central, según cuenta hoy la historia oficial de esta entidad.13 




			El primer rector fue el profesor de filosofía Carlos Blim Arriagada, quien partió con la Universidad Gabriela Mistral y luego vendió su parte —un 25 por ciento— a Alicia Romo. Después se distanció de la Universidad Central, lo mismo que Pedro Cruzat Fuschlocher y Pedro Castañeda Carrasco. 




			Otro de los fundadores fue el abogado Gonzalo Hernández Uribe, quien fue rector y presidente de la junta directiva. Falleció a los noventa años en 2007. Hoy lleva su nombre el edificio Almagro I y hasta su muerte era un asiduo de su oficina en la UCEN y concurría a todas las ceremonias. Todo un símbolo para los centralinos. 




			Uno de los artífices más importantes fue el ingeniero comercial Vicente Kovacevic Poklepovic, primer presidente de la junta directiva y rector. Dos edificios lo recuerdan. Completaban el grupo de fundadores el empresario Enrique Martín Davis y Omar Mendoza Palominos, y los contadores Luis Castañeda Carrasco y Luis Flores Vera, quien murió en 1989, solo siete años después del nacimiento de la Central en 1982. La mayoría de los fundadores provenía de la Universidad Técnica del Estado, convertida en Universidad de Santiago, de la Contraloría General de la República y de otras entidades públicas. 




			Muy luego, las matrículas de los estudiantes les reportaron significativas utilidades. Pudieron tener buenos sueldos para directivos y académicos, y comprar a un precio muy favorable los terrenos en torno al Parque Almagro, donde hoy se levantan los edificios de sus facultades. Las ganancias eran reinvertidas y se multiplicaron las construcciones en el mismo barrio. 




			Actualmente, la Universidad Central tiene alrededor de trece mil estudiantes de pregrado, incluyendo los de su sede en La Serena. Un 90 por ciento de los alumnos viene de colegios municipales y particulares subvencionados. Casi todos se financian con créditos con aval del Estado, lo que los hacía especialmente atractivos para los ávidos inversionistas. 




			



			 






			EL DETONANTE 




			



			 






			Contra todo pronóstico, la «alianza estratégica», como la denominaba con eufemismo el grupo que quería tomar el control de la Universidad Central, fue frenada cuando ya los dados estaban echados sobre la suerte de esta entidad. Ernesto Livacic había enviado los nuevos estatutos al Ministerio de Educación para su aprobación el 22 de noviembre de 2010 y solo esperaban la firma definitiva del ministro Joaquín Lavín, quien debía sellar el visto bueno oficial. 




			Pero la firma ministerial se quedó a medio camino. Las voces, paros y tomas estudiantiles pusieron en alerta a los académicos. El movimiento encabezado por los jóvenes cobró fuerza y magnitud y actuó como muro de contención contra los afanes mercantiles de Livacic, Caruz y sus socios internos y externos. Y sin que lo hubieran planificado, el detonante de la Central fue la llama que encendió la mecha de los universitarios de todo el país en el histórico 2011. 




			«Estalló el problema de la Central y nosotros teníamos una buena relación con el presidente de los estudiantes, Adrián Prieto, que encabezó esa federación en 2009 y 2010, un cabro muy jugado por sus estudiantes», dice el ex vicepresidente de la FECH Francisco Figueroa. 




			«En marzo, cuando el señor Livacic, pasando por encima de los estatutos, empezó a preparar el camino para la venta del 50 por ciento de la universidad y el 45 por ciento de la infraestructura, los estudiantes y un sector de los académicos se comenzaron a movilizar y se fueron a paro. Nosotros nos acercamos a conocer un poco más lo que se estaba cocinando ahí y tomamos la decisión —como Izquierda Autónoma, no como FECH todavía— de apoyar lo más posible a la Central», agrega Figueroa, hoy candidato a diputado por Ñuñoa y Providencia. 




			Llegaron a esa conclusión al ver que «la causa de la Central apuntaba a la esencia del problema educativo más general, que mostraba este matrimonio por conveniencia entre dinero y política». Observaban que la sociedad de inversiones Norte Sur estaba «controlada por personeros de la DC de cierta importancia, y los estudiantes de la Universidad Central querían con mucha fuerza denunciar eso», indica. 




			Los dirigentes de la Universidad de Chile conocieron ahí a «estudiantes que fueron fundamentales en esa lucha, primero a Mauricio Carrasco, el vocero de los estudiantes de la Central, y a Daniela López, que estaba en el Centro de Estudiantes de Derecho». Empezaron a trabajar con ellos —cuenta Figueroa— y tomaron la «determinación de empujar dentro de la Confech para que recibiera a las federaciones del mundo privado». 




			Los estudiantes de la Central —recuerda— interpelaron al ministro de Educación Joaquín Lavín desde abril. Le decían: 




			—Señor Lavín, acá hay una violación del reglamento de la universidad, de los estatutos, y el ministerio tiene que pronunciarse. 




			 —Es un conflicto entre privados —respondía Lavín. 




			Las palabras del ex ministro atizaron el fuego. 




			Reflexiona Francisco Figueroa: «Creo que gran parte de lo que ocurrió en 2011 se explica mucho por errores del Gobierno». Tras esa respuesta de Lavín, «la lucha de los estudiantes de la Central se radicalizó, empezó un ir y venir de tomas y desalojos hasta noviembre», señala. 




			



			 






			INTERPELACIÓN POLÍTICA 




			



			 






			Lo vivido en la Universidad Central contribuyó a incrementar la mirada crítica de muchos estudiantes hacia los partidos políticos y a levantar la bandera contra el lucro. 




			El hecho de que los dos principales protagonistas de esa historia, Ernesto Livacic y Vicente Caruz, pertenecieran a un importante partido opositor como la DC era una muestra para ellos de que tras el negocio de la educación había «intereses transversales» que, por sus vinculaciones, podían tener expresión en el Parlamento. El problema no solo afectaba a la UDI y a RN. 




			En vísperas del 21 de mayo, la Confech se planteaba en paralelo contra el Gobierno. Las marchas todavía no eran tan masivas como llegaron a ser después. El petitorio aún no era claro. Hablaban del déficit en la educación pública y en la cobertura de becas. Tímidamente empezaba a tomar forma la demanda por el término del lucro. 




			En las primeras marchas —recuerda la ex presidenta de la FECH  Camila Vallejo— «no había casi carteles de fin al lucro. Pero tuvimos que llegar a un proceso de maduración de discusión universitaria, y el caso concreto de la Central ayudó mucho». 




			Camila Vallejo ratifica que la batalla que se dio en la Universidad Central para evitar su venta «abrió el debate del problema del lucro. Se lo veía materializado en una institución. Fue la primera universidad que se movilizó en 2011, a principios de año, cuando estaban las marchas contra HidroAysén, que fueron las primeras movilizaciones masivas, y se empezaron a generar vínculos. La Universidad Central ilustraba un poco esta suerte de contradicción que se producía internamente entre lo que era la educación que se entregaba y la búsqueda del lucro, el negocio, que involucraba a los dueños. En este caso eran de la DC, y entonces eso empezó a revelar el conflicto de interés, el afán de lucro y el negociado». 
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